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Del General D. Anpl lariez, 

AUTE LA 2. "SALA DEL S. TRIBUNAL, ' 

EN EL JUICIO SEGUIDO POR ESTE SEÑOR 



CONTRA D.* 



Dolores Torres de Aróchiga* 

SOBRE LA ENTREGA 

DE UN CAPITAL NACIONALIZADO. 



GUADALAiARA, 

ANTIGUA T1IWKAF1A DE CAHBnOA), CALLE DE LA MERCED NÚMERO^. 

1882. ? 



El Sr. Gral. D. Ángel Martínez me há honrada con su 
confianza, encargándome su repre&entaefon en el liégocio k 
que se refiere estje informe. No he querido omitir por tai 
parte, diligencia alguna para corresponder dignamente á 
esa conhanza; m\ es que, ahora, como un precioso medio def 
defensa de los derechos de mi parte, apelo al auxilio de lá, 
prensa, á fin de que la opinión pública falle sobre la justi- 
cia de esta reclamación, con conocimiento de causa. 

La parte demandada ha dado á la estampa ütia opiníott 
suscrita po* los Sres. Lies, D. Trinidad Verea, D. José de 
J. Gamarefta y D. Esteban Alatorre, la cual parece haber 
servido de padrori ú la sentencia del inferior, fi&Vorátbíe á 
ios intereses de la deudora. Los respetables nombres de 
estos letrados han criado cierta atmosfera á la üauáa de la 
Sra. Torres, entre aquellas personas que, no conociendo á 
fonda fas cuestiones, ácostumbram áe^rtse dominar por el 
peso de alguna autoridad, á fin de excusarse el trabajo de 
la meditación y el estudio. 

Afortunadamente, mi parte no carece ni de estos recur- 
sos para grangearse el favor de la opinión; así es que ahora 
doy á luz, en el fin del presente cuaderno, dos dictámenes 
referentes á este negocio; suscrito el primero por el Sr. Lie. 
D. Emeterio Robles Gil, y el segundo por los Sres. Lies. 
D. Manuel Saavedra y D. Gumersindo Henriquez. El Sr. 
Robles Gil es uno de los abogados más prominentes de 
nuestro foro; hombre de gran talento y vasta instrucción, 
y muy especialmente versado en la legislación de Reforma. 
Su parecer tiene que ser oido con respeto, en todas partes 
donde no se desconozcan sus elevadísimos méritos. Los 
Sres. Saavedra y Henriquez, son asimismo, verdaderas i- 
lustraciones de la jurisprudencia en la capital de la Repú- 
blica, personajes sobresalientes en la abogacía y en la po- 
lítica. El Sr. Saavedra, Ministro de Gobernación que fué 



II. 

en tiempo de Juárez, conoce á fondo el espíritu de las fe- 
yes reformistas; en tanto que el Sr. Henriquez, abogado» 
consultor del, ministerio de hacienda, ha hecho un estudio 
detenido y profundo de esa legislación especial, siendo su 
juicio, uno de los más autorizados que podrían citarse en 
esta materia. 

Todos estos dictámenes son obras acabadas de talento- 
y de erudición, según lo verá todo aquel que pase los ojps. 
por este impreso. 

No se me juzgara, pues, demasiado atrevido, cuando 
contando con tan poderosos apoyos, me atrevo- á decir que, 
milita la razón de parte de mi poderdante, y que la senten- 
cia de esta segunda instancia, para ser justa, necesita re- 
vocar la del juez de Zapotlan, condenando á la Sra. Torre* 
de Aréohiga al pago ejecutivo del capital reclamado. 

Guadalajara, Octubre 1.° de 1882. 

José López-Portillo 7 Rojas. 



íjJU 



Señor Magistrado: 



1Es dp suma gravedad el pegocio sobre el cual me presen- 
to á rendir este informe, tanto por el importe del capital 
que en él se ventila, comq por tratarse de la recta inter- 
pretación de las leyes de Keforijaa^ y por haber de fallarse 
acerca de ilegalidad y acierto c(e Ui^a^to del Ejecutivo 
de la Union. . í , * \ ; 

El gobierno general enajenó á mi poderdante un crédi- 
to contraía hacienda de Belén, procedente de una im- 
posición comprendida en las disposiciones desamortizado - 
ras, y, armado éste de la correspondiente escritura de su- 
brogación, se ha presentado ante los tribunales, exigiendo 
ejecutivapiepte* la entrega de l9s (j capitalesadeud?4os ;# y de 
los, réditos insolutos. Despachada ejecución por el (juez 
d$ primea instancia, É'a s¿uq revocado el aufc> de exqqueu- 
do, por. Ja sentencia definitiva, destruyéndose asi la fuerza 
del documento presentado, nulificándose jos efectos de un 
acto del (i#bierno nacional, y poniéndose en» duda la ¿u* 
tifS^aci0n epn que éste haya precedido e» el presente nego- 
cio.-; ' W ."'■-„':■•' 

* Sucede hartas veces" que, colocado el juzgador en falsos 
puntos de vista, no llega á, dea^trañar la verdad que en- 
vuelven los negocios sujetos ^ .^ decisión; y así llega el 
momento del fallo, sin que el perito que ha de darlo, haya 
logrado ropiper el velo de sombra <jue cubre el fondo del 
prpl^qw*. Tal me parece <jue ha acontecido en el caso 
presente; aventuróme á decir, que el inferior no ha llegado 
á ver coi} claridad en este asunto* y que ha pronunciado 
su sentencia, $in darse exj^pta, cuenta del verdadero funda- 
mentó en que reposa el derecho de la Nación al capital de- 
mandado, ni dé las leyes que deben ser aplicables al caso 



controvertido. Nótase en efecto, en todo el espíritu que 
campea en la sentencia, que el juez considera al Sr. Gral. D. 
Ángel Martinea como denunciante del capital reclamado, 
y que, cegado por esta falsa creencia, amontona sobre él 
todo el rigor de las leyes <ji#p Wppn la «Eatéfiju / Partien- 
do de consideración tan errónea, iíé ha podícfo ser atinada 
la resolución, porque asi como lqs piales ocasionan 1^ muer- 
te cuahdó se yerra el tratamiento, así se pierden las cau- 
sas, cuando ste les aplican leyes inadecuadas. \ l '.' 

Abrigo la esperanza de podeí; demostrar mis áftrttíacíé- 
taes éñ el 'cuerpo de este informé, j~ de hacer petietrar en 
el ániriao del feeño* M&gifcttedo, la íntima convicción de qt^é 
el juez ha sido víctima de una equivocación tan grande^ ctf- 
mo trascendental ; 

Propóngame analizar puntualmente la sentencia, si- 
guiendo el mismo tóétodo en ella establecido; ¡tero estimó 
oportuno hacer previamente uu breve relato de los he- 
chos, que dé á conocer las cosas en sí, antes que las envuel- 
va el ppajé jtirfdíco, fyüe sáefé boterías inconocibles. \' . 

D. Rafael Skndóval, queriendo ^rovecharse de W ter- 
minote concedidos por lá fey imperial de 9 dé Sjtar¿i ^¿ 
\$$%l ste presentó $ laá autoridades del imperio, l)La T 
¡ciendp una. manifestación, en qué declaraba qué^ejí 6 dé 
Noviembre de JL849 Había adcjuiricfo en remate pábíicó^ 
verificado en la ciudad de Zapütlan, la hacienda de Be- 
lén, obligándose i reconocer como preferente qobre diphá 
finca, el capital dé úeíé mil Quinientos pesos, constituido 
eh capellanía, que étí aquél tierttpto disfrutaba el, StV cürí 
D. Francífeco^ rérei: Siiidbval explicó en $u manifesta- 
ción, que & óbligacítiri khápciónada, h habia ¿oütranío pó? 
convenio celebrado con ía ¿tltima poseedora Aé h, Írá<i«n- 
da, consignado en Instrumento phblieo, y <|ite pof ^ríkí)^ 
quedado oblígalo 3t reconocer sobre la finca, él fcá^Íf&¥$& 
presado, y & pagar ^os réditos correspondiente^. Bijo'Éaní- 
biéri, tyié adeudaba íos/r^áitps desde el año (fe t858. \ Ódh- 
formfe á 1á telacitfn qué él ikisxhó hizo, resulta, 1 que e! ca- 
jiifcal qué conífeéaba deber córí gYaVárneíKdé Su híciéh- 



^íPrp?ftW«>cl^ u í>teo9 dps, *ft!á<w.B <k cinco; mlyde; 
d^Ri^Lfl 1 »»^^^??»^ *t»f>«e3ft>s- a» 4icha finca por sel 
S&?J$&$P Mí i5e$nwdHM> Amonio <k : Lepé, por l<>s aéod 
<*$ \$M$ l7%7 r ^*dol^fy\AÍr \mb crtpalleni«.jf y que en 
tí^^Ja&Jin^niiíOi^Qiiíq^ desde swtópfces se btabian he- 
cjjfl,da k Jw<WíHkii4e Í^iUb, aa fcabian/dbligada ta&eom- 
pjradpp^L á recOQpcer ese graváfiípn, y á pagar loa réditos 
del capital mencionado. . . 

Sandoyal quiso h^cer la redención de este ,capital ^n 
tíétódá éel fttfperio; petó ho llég<J á vé^fítíaríó- de suerte 
qtie íttlá$ oficinas revisoráé, no quedó m£á que esta cori- 
rasíoti^áttténti^ suya, éh pruébale lá existencia, de ese ca- 
pftól r 3fefeamprti?able. li : f ^ ^ - - 

Sdbrí&vino II caídaf del imperio, restablecióse lá ReRÜ- 
WM, ^cfeáptíés h dé áfgüií tieinpb, ierilésoi el ministerio 
á^ ; íiSs^M\ eú 'fasta dé ¿stós daíó4 existente^ en laoflci- 
xía afe ífé^os, 1 Cafada' Óíti'en l la, Jef^fura déhacieni&'cíe. 
Jifiscoi'á títi'íft que ^¿rf^tóe ;lo;|úé ffibia en ájefínitivá 
respecto c 3¿ e¿Wr ci^enaáía, procei!ieti3¿ r á su cobrb^sí no 
había sido redimida, Entretanto, Sandoval, antiguo dueño 
dalla átoo*£»va<k, bafeia muerto, y su viuda D, ** Boiotes 
Tóales»; hatbia coírtraído segundas tiupcáts etm D. * «Jesús 
Aribohiga. ' JEsteSn Áróchiga, awnparado por un poder en 
fomf jnaia &*a; Torree, viuda y heredera de Sandoval, se 
pratóutó.pofc escarite ea £5 de .Febrpm de 1881, á f Ja Jefa- 
turabífel ütádci, h^i«ado nuevx> f e*a|fco de lo» hechos 
(tónttnid€«^íii^fHwqifestacioto)de^»d»val an*e eltitti)?¿- 
rkyqp piflifíin f kia>i^a¿fc fntobarsqqe - felodafrítet't tfogueito ; 
hdbyyida) M¿imidb. >i f Pkttgosefe elpkuw^-iué á ílfetkb, 

<jafliniiw¡gai datarid* 4¡a* idbmí dejado %h Mtoio©^*p(Hla- 
rad^iM^i(^^BXto«raaá¿ p^rá 4*e taimtaaa* É*<*ittfi|u** 
t^r^afeloTW^éer ?aa*fe« iari¿te| *ftj»/*agttaf lo tfefli la 
c^til¡ejuk*»flekirró islario, cpw «mí qpújgladai á los alito»; 
Entretanto, el Sr. Gral. B. Ángel Martiaw r ftétebtb un 
co^tj-^p^^goi^í^i^clilti^^^lU lao*»p&d4*te 
y^ditpj Wjtwfewpdo su impvtt* a»Jo& termine* de la ley, 



y obteniendo' una escritura de subrogación, 1 (tonfdécohsíá 
cuanto acabo de relator, itodasa la manifestaron dé Stffei 
doval al imperio. En este documento feé hallfe la Certifi- 
cación de haber exhibido Sandovai \b respectiva escritura, 
donde constaban el remate de la hacienda dé Belén y el 
convenio celebrado cotí lá poseedora anterior, feobre seguir 
reconociendo el gravamen de siete mil quinientos pesos, y 
la obligación de pagar sus réditos. , •' 

Esto es lo que hay en el fondo 4e la cuestión.* Kipguno, 
que eche una ojeada sobre los autos, encontrará que adulte- 
ro los hechos; y no habrá tampoco ninguno q\ie abrigue, Ja. 
menor duda sobre la existencia de ese capitel no redipú-, 
do. Los siete mil quinientos pesos -de la capellanía, y jos 
réditos no pagados, no pertenecen \ k Sra. Torrea de &ré Tt 
chigua; ese dinero pertenecerá á quien se quiera.^ ( wénoe á 
ella que lo debe. f Ahora bien, conforme á las léy^ 4? \fy 
República, ese capital es de la nación, y, supuesto que 4«V 
ta ha subrogado en sus derechos al Gral. Martínez, perté-. 
necé & éste. 

No obstante, la deudora 83 niega k satisfacer esa déttflai 
¿En qué se apoya? ¿En qué titulo se funda para preten- 
der quedarse con ese dinero? Título á la verdad, no exhi- 
be ninguno; no hace más que emplear evasivas. Está pree* 
crita la acción ejecutiva, dice; han pasado más de diez años 
desde la fecha en que pudo haberse ejecutado ésta acción. 
El título en que fie apoya el actor— pnwdgua-^-es nulo 5 
falso, y carece 4ste de personalidad, ^auto poiiqsimíls|0Ooa- 
taneiasde la escritura no son mae que dbcoraientofa ^pw\í«- 
dos sin los requisitos que debieran haíferips valer, i cotax 
pQrqq¡e son nulos los actos de las autoridades > impefráles^ 
así ppr^jue no se ha exhibido la escritura- dé imqUeicúuv 
come porque esta ea e&pelkaria lacia!, del géswroíds aqlue* 
lias declaradas Kbs<$» jí mt comprendidas en lis» leyes de 
desamortización. ^ ' 

Estas son las tazones de la demandada; las cuales, co- 
mo se ve, no son mas qtte subterfugios, que no tienden á 
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.i 



destruid Ja verdad 4e los hechos, sino sólo á elcídir el pa- 
go, al abrigo cf¿ spfísiaas wbs ó xnénos ingeniosos. 

De suerte que la cuestión presente, en último análisis, 
se reduce á esto: el Gral. 3VÍartine¿ y la ora. Torres de A- 
réchigá se disputan una capellanía, eí primero con tituló/ 
y la segunda sin. título. Porque alegar prescripción, nu- 
lidad b falsedad del título, <5 falta efe personalidad en el 
ejecutante, no es decir "me quedo con esto jorque es mió/* 
sino "me quedo con e$to, inutilizando el cobro, aunque ^16 

tíé aqu\ en compendio, 6r. Magistrado, lo que es este 
pleito: lucha de dos pretensiones, de las cuales una tiend- 
en su favor la legalidad, mientras la otra no tiene más que 
la codicia. Porque, indu^lablettyente^ si la Sra. Topreqde 
J^ftchig^ i|o pa^a este . capital, , será por todo lo qu# se 
quiera; m¿nos, porque np lo deba. 



Cotisidera el juez que está; justificada la excepción de 
prescripción de la acción ejecutiva alegada por la contraria: 
Su argumento es este. Sandoval hizo su manifestación al 
imperio en 1865; pero la verdad es que, conforme & la ley 
(fe 10 de diciembre -dp 1869, pudo haber hecho la redencioh 
dé la capellanía hasta finés dé Wírétti de 1870. No ha- 
biéndolo hecho entonces, comenzb & correr desde acuella 
fecha el plazo en qué se pudo haber exigido el capital por 
lá TÍá eJécútivaL Ahora bien, el primer requerimiento he- 
dió á SandoVal 6 á sil heredera, se ha verificado en eneró 
dé 1381, lfaego han pasado hiás d£ diez años, y, habiendo 

Í^asado mks de diez años, conforme á lo prescrito por la 
ey63deTóro, qúeeslá'5.* tft. 8 lib. 11 delaNov.Be 
cop., ha quedado prescrito la acción ejecutiva. 

La manifestación de Sandoval al imperio, que es un do- 
cumento auténtico, funda bontta él y sus herederos la ac- 
ción ejecutiva. Supotrgathbs pfct un instante, que la ley 



de Ia^ Recopilación fuese aplicable á¡es$e genero de negó- 
cióá, quétieneh una legislación nacional y fijieratd^ 1 dere- 
cho común, y <Jue la "prektfrípcioft . hubiese corrido realníen- 
te~ f eoptfa la pación por el lápfeó 1 de los diez ¿ños; áüji su- 
poniendo ésto, lá acción ejecutiva revivió, cQbrb ñuqvo 
víg&ry eficacia, por olr# marríf^taéioii áut&ñtic^ Wch¿ : $n 
1 881 ppr Ja viuda j Iiere<íera dé Saijdov'al, representada 
por su tiüevo esposo ÁYécKiga, investido dé podé* en for- 
ma, en la cual recqnocu*> expresan! en te Tá J manifestación <8e* 
Sandoval y la existencia dé la capellanía, aunque preten- 
día habia sido redimido el capital. Séame lícito trascribir 
aquí ese documento, por pareeermé extremadamente impor- 
tante y'decisivó'réspecto del punto de ¡que n^e ocupo, pice 
así* ^ , " . \" : \ \ ' ' : ' ' . '' , " '"; • 

'"K Jféfe Superior de hacienda: 

1 ''Jesús Arechiga mayor jde ecjad, vecino de C Guarnan 
y actualmente en esta capital/ éh representación cié la Sra. 
mi esposa D. * Dolores Tcpres,^ según consta del poder. 
que en dos fojas acompaño, comib mejor proceda expongo; 

"La Secretaría del Estado y del Despacho de Hacienda 
y Crédito, público dfe»p ( upo se ^denara i la Jefatura^ 4 qye 
me dirijo, senalaspaV actual poseedor o propietario $e 1%, 
líacienda d^ Belén el plazo de quince dias para justificar^ 
qiiej estaba cubierto e^ capital de $7,5p0, qu¿e el Dr. J). Ra* 
f^ljSnijidoyal manifestó ^cpnQcip.ei} *$úella fiaea,e# la, 
inteligencia $e qué. c^j$#p €¿ pl^sjp, £e procedería. & lflt 
qi*e jj r uj^iere lugar, ¿egují las constancias del exypeajejita^- ; 

"¡El expr f e^do, Sr f ^ndpval, ipujip jftfi* algunos añQs^ y ¡ 
di<jK& s^ñor*, n>i ^spos^e^ sj¿ lier;e(^era, como se aeredj^ 
qqb q}¡ testimonio 4 e l#p di%PS¡PWB« respectivas qpe $p ; 14¡ 
foja&exfyib?, ' t .. ', .., . ^ i ,, 

"Co& 9»QÍ^vq del foll^i^eata 4el Sr, Sandovftl, la Qfm 

ha sufrido muy gran¿e^ traatojnip^, lo qp$ { 'ggn$rali)|ei)t|& 

suc$dg c«£pdo queda pnpt s^fioira, sola, v^da» .como lo espe- 

riipen^mi esposa 14 S^ -tt;Í, Dolores Tq^sí. 

"^l^r^Jpr. S^dPV^lT^d^ip.lf^ capitales que gravitaba 



sobre sus fincas, según los documentos que abonan ^n el ex- 
pediente que existe en la oficina de su digno cargo; se hi- 
cieron varías redenciones, hastp. por valor de ochotail dos- 
cientos pesos, y el mismo Sr. Sandoval al morir, hizo ex- 
presa declaración de que no debia nada absolutamente. 

"Los siete mil y quinientos pesos de que tyabla la decía 
i ación á qqe me reóero en este escrito, deben estar redimí- 
des por el Sr.^Sanctovai, e^ México, por conducto piel .Sr. 
Lia D. Juah N, Vertiz^que era su apoderado, y aun le re- 
mitió bonos é instrucciones con este objeto. . 

"Éí pláio dé quince dias <jue fijó esa Gefatúra poi dís^Ki 
sicion de la Secretaria de Estado y del despacho {ta Rela- 
ciones, ha sido sumamente angustiado, pues (io 33 posible 
en tan corto tiempo que hoy espira, haber podido a^nciar 
I98 justificantes respectivos que deben existir en A&^icp, 
á donde tendré que ocurrir con este objeto, y si bien #a 
cierto que la íí ación podrá tener derecho para e*i£ir co- 
bros de esa naturaleza, e$ también fuera de duda, que ese 
plazo, como el que se dió^e^ insuficiente, y fco parece jus{o 
festinar ninguno, que podrá, tener consecuencias *>uy fu- 
nestas para una señora viuda, que ignoraba e^jsu^totaljidaíi 
el reclamp que hoy se le b$ca: í^sí. es. qup. tpti^dose de 
comprobantes que deben encontrarle ea la capital dq la. Re- 
pública, es humanamente imposible haberlos podido re- 
cabar en el pl^Q que sft señalo, el que apena? j^o^r^ bfasta^r 
para examinan algunos papeles relativos í la tast^ig^taya 
del Sr. SándovalT l t ^J" \ 

4 'Por otra parte, .es^p s&ftbr jamás .tt?b\**ó hacer las.r^e^ - 
ejotes, ni dib nunQa lugar fe tr#mjte^ algunos, y ¿in^ prue- 
ba de qllo es la mauifestaoion hecha poi- ét mismo, la <jjie 
ha servido de base par* eloobríp. ,: M , fti 
"Ljas razonesque dejó expuj^tas^e p$ec 
áití^ para que v¿L^Sr. ffek §*Wfflft} 
mandolas en consideración, se sirya c^npe ^ ^^ 
un mes dp fflayv para proaurar reca^j: Í9|Tapjte¿^Q<p k 
q^e md refiero^ y ex^^pm^o ^a me cónqeíftj^J^^o^e 
hoy solicito, se suspendan los efectos áque se refiere la có- 




Kiunicacion que por conducto del Administrador de Ren- 
tas de C. Guarnan, se le hace saber á la señora nii esposa, 
que se procederá conforme á la facultad económico coacti- 
va, sieflapre que elía no redimiera el capital de que se ha 
hecho mérito. 

"Es justicia y protesto no proceder de malicia y lo nece- 
sario etc.: Guadalajara, Febrero veinticinco de mil ocho- 
cientofc ochenta y uno. — Jesús Alechiga. — Rúbrica. " 

Como se ve, el esposo y apoderado de la Sra. Torres, dé- 
clara terminantemente: "que el Sr. Sandoval redimió los 
capi^les que gravitaban sobre sus fincas, según los docu- 
mentos existentes en el ministerio <$© hacienda, que los 
siete mil quinientos pesos de que habla la declaración (la 
manifestación de Sandoval al imperio) deber* estar redimi- 
dos por Sandoval, en México, por conducto del Sr. Lie. 
Vertiz & quien le remitió bonos é instrucciones con este 
objeto, que Sandoval nunca rehusó hacer estas redacciones, 
siendo de ello una prueba, la manifestación hecha por él 
(al imperio), que ha servido de base para el cobro, y final- 
mente, que pide el plazo de utí mes, con el objeto de ocur- 
rir h México para buscar y presentar los jusriíicantes de 
haberse efectuado la redención/* Con esto sólo basta pa- 
ra ver que la Sra. Torres de Arechiga, lejos de desconocer 
la confesión de la deuda hecha por Sandoval, la ratifica y 
abona, valiéndose de ella para sacar un argumento favora- 
ble á su buena fé, con el objeto de probar la redención. 
No habiéndose justificado esta, quedó su ocurso presentado 
á la Jefatura, sirviendo de nuevo documento fehaciente 
para el cobro de la imposición; de suerte que la manifesta- 
ción de Sandoval y la de su viuda se completan, habiendo 
venido la de esta, á revivir la fuerza ejecutiva de la prime- 
ra, dado caso que aquella hubiera podido caducar. Ahora 
bien, siendo e*l ocurso de la Sra. Torres de fecha 25 de fe 
breró de 1881, estamos sin duda alguna, dentro del plazo 
más vigoroso de la acción ejecutiva. 

Pero no es esto sólo, sino que la íey de lá Recop. no es 
aplicable á asuntos de esta naturaleza, no habiendo repa=- 



rado en ello el señor juez, cuando tal debiera haber feecfio; 
Fijémonos primeramente en la idea que ha presidido á lab 
leyes de Reforma concernientes á este asunto. El gobier- 
no de la República, juzgando que era perjudicial para el 
país, el estanca é inmovilidad de la riqueza, quiso destruir 
todo género do trabas existentes contra la libre circulación 
de los capitales. Siendo las vinculaciones un linaje de pa- 
ralización del movimiento de la riqueza, se propuso des- 
truirlas, determinando que el importe de esas imposición 
nes, ingresara al Tesoro de la nación. 

Fué, á no dudarlo, la idea dominante de los legisladores 
reformistas, el acabar con este género de censos á la mayor 
brevedad; así, que absurdo fuera admitir que esos mis- 
mos legisladores hubieran dejado sujeto al poder ejecu* 
tivo, á las lentitudes establecidas por el antiguo derecha- 
común. Todo aquel que lea atentamente las disposicio - 
nes que rigen la materia, se convencerá de que el Estado 
fué investido de acción especial para proceder al cumpli- 
miento del propósito desamortizador. 

Estas consideraciones generales, que deben influir en el' 
juez, si es filósofo, se corroboran con el texto expreso de 
las leyes, donde se ve que quedan puestas en entredicha 
las leyes de Toro y de la Recop. y todas las demás de st* 
especie. 

El art. 2. ° de la ley de 9 de Abril de 1862, dice: "En> 
estos casos /cuando se denuncia un capital y se presenta 
el título de la fundación) serán admisibles las excepciones 
legales que tienen lugar en la vía ejecutiva/' Como se ve, 
fa acción para exigir la entrega del capital, tiene que sen 
ejecutiva. Prosigue el artículo: "y siempre que por la 
data de la escritura se conozca que ha trascurrido el tiem 
po necesario para la prescripción de las acciones real 
ó mixta (no de la ejecutiva), no podrá precederse ejecuti- 
vamente, y sólo tendrá lugar la vía ordinaria, ya sea qiu v 
la acción se ejerza por la autoridad publica, ó por algún» 
denunciante á quien haya traspasado sus derechos." Clara* 
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f terminantemente dice, pfees, esta ley, que el cobro de 
eso* capitales se hará por la via ejecutiva siempre, con la 
sola condición de que no hayan sido prescritas las acciones 
real ó mixta; y como estas acciones prescriben á los trein- 
ta años (leyes 21 til 29, Pj.^y á, til 8 lib. 11 de la 
Nov. Rea), resulta que la acción ejecutiva, conforme á la 
ley nacional citada, dura treinta años. 

¿En qué queda la ley de Toro, considerada á la luz que 
arroja este razonamiento, combinado con el texto de la ley 
nacional que rige la materia? Sólo la falta de reflexión pu- 
do haber hecho al juez, llamar en apoyo de su resolución, 
leyes inaplicables, extrañas al caso particular; pues si no 
fuera falta de reflexión, podría imputarse á falta de respe- 
to á las leyes patrias y rigentes, contra su deber y la pro- 
testa que tiene prestada de cumplirlas y hacerlas cmrrplir. 
Este seria un delito, y no me atrevo á admitir que tal cosa 
suceda; atribuyo pues, este extravío, k falta de meditación 
únicamente, pues sé que el juez es un joven tan entendido 
como honrado. 

Se dedace de lo dicho, que, aun suponiendo que la Sra. 
Torres de Aréchiga no hubiere ratificado la manifestación 
de sü esposo Sandoval ante la Jefatura de Hacienda, ha- 
ciendo revivir sn fuerza ejecutiva ann conforme h, esas le- 
yes de Toro y de la Recop.; todavía así, podría exigirse eje- 
cutivamente el pago de este capital, porque del año de 70 
& la fecha, no han trascurrido los treinta años que otorga 
la ley para hacerse oso de ley ejecutiva. 

De suerte que mi argumento es este. Conforme a la ley 
de 9 de Abril de 1862, dura treinta años la acción ejecuti- 
va para exijir el pago de los capitales nacionalizados; es así 
que no han trascurrido en el caso presente, esos treinta años: 
luego está viva la acción ejecutiva. Curiosidad me cau- 
saría saber cómo podría ser destruido este argumento tan 
sólido* y redondo. 

Pero si alguna duda pudiese abrigarse sobre esto, que- 
daría destruida por la circular de 12 de Noviembre del 
misino ano, la cual dice: "Habiéndose resuelto en el arfc. 



11 

2.° del decreto expedido en 9 de Abril último, que siem- 
pre que por la data de la escritura se conozca que ha tras- 
currido el tiempo necesario para la prescripción de las ac- 
ciones real ó mixta, conforme al derecho comuu, no podrá 
procedei*se ejecutivamente, y sólo tendrá lugar la vía ordi- 
naria ya sea que la acción se ejerza por la autoridad 

pública ó por algún denunciante á quien haya traspasado 
sus derechos, de 4o que se ha originado la duda sobre si 
la prescripción se extiende á los capitales de que trata y 
todos los réditos adeudados; el ciudadano presidente cons- 
titucional se ha servido resolver por punto general, que 
esta prescripción conforme al derecho común, debe limi- 
tarse á los réditos no comprendidos en los últimos nueve a* 
ños y dos tercios ^Cg^pues éstos, así como los capitales de 
que proceden, séran reclamados por la vía ejecutiva en 

TODO TIEMPO. "*=qgj|f 

Seria imposible eligir mayor claridad en los términos. 
Según se obsefrva, la ley de 9 de Abril de 62, engendró 
dudas, pues parece que hubo algunos que se imaginaran 
que por el lapso de los treinta años, podrían ser prescritos 
capital y réditos, conforme al derecho común; por esta ra- 
zón, la circular, aclarando el punto dice: el derecho co- 
mún sólo es aplicable á los réditos anteriores á los nueve 
afios dos tercios últimos, pues por lo que respecta á estos 
réditos y al capital, se exigirán en todo tiempo, (no ya den- 
tro de x treinta años), por la vía ejecutiva. 

Aquí tenemos nueva prueba efe que lá ley de Toro es 
enteramente extraña al caso actual, supuesto que la acia* 
ración señala limites precisos a1 derecho común en este 
punto. 

De lo dicho se deducen dos cosas. Es la primera, que 
el reconocimiento de la manifestación de Sandoval al im- 
perio, su repetición mejor dicho, verificado por la deman- 
dada, hace revivir la fuerza ejecutiva de aquella manifes- 
tación, coiiforme al derecho coínun. Es la segunda, que con 
arreglo á la legislación nacional, única que rige la materia, 
ía acción ejecutiva de la nación para exigir el pago de capi- 
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tales desamortizados, no termina nunca. A la considera* 
cion del señor magistrado dejo meditar, cuan vasta es la dis- 
tancia que media, entre ua plazo indefinido, establecido por 
ía legislación de Reforma para el vigor de la acción ejecu- 
tiva, y los diez años fijados hace varios siglos como regla 
general, por una ley de Toro] 



El juez, en el segundo considerando de su sentencia, se 
ocupa de la cuestión relativa & los réditos del capital exi- 
gido á la Sra. Torrea Dice que no consta la naturaleza 
del contrato, por no tenerse á la vista la escritura de im- 
posición, y que aun constando claramente que el adeudo 
procediese de un censo impuesto sobre la hacienda de Be- 
lén, no podría despacharse ejecución por los réditos de- 
vengados desde 1858, porque según la circular de 12 dó 
Nobiembre de 1862, sólo hay ejecución por los réditos co- 
rrespondientes á los últimos nueve años y dos tercios. A- 
punta el juez, de paso, que esa circular guarda armonía 
con las prescripciones del derecho común. 

Hasta el año de 57 pagó Sandoval los réditos del capi- 
tal, que reconocia sobre la hacienda de Belén. Suponga- 
mos que la prescripción de los subsecuentes, hubiera co- 
menzado á correr en 1858; como Sandoval hizo su mani- 
festación al imperio en 1865, por sü propio acto destruyó 
la prescripción, y tuvo, desde ese momento, que volver á 
contar de nuevo. La ley de 10 de Diciembre de 1869, 
volvió á interrumpir la prescripción, señalando nuevo pla- 
go á los censatarios para que redimiesen los capitales que 
reconocían, y como este plazo terminó en Febrero de 1870, 
sólo desde entonces podría volver á contarse la prescrip- 
ción. En fines de Enero de 1881, hizo la Jefatura de ha- 
cienda su primer requerimiento á la deudora, y esto vol- 
vió á interrumpir la prescripción. Ahora bien, de Febre- 
ro de 1870 & Enero de 1881, han pasado diez años once 
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meses. Con arreglo á la circular citada, se prescriben los 
réditos — nunca el capital — ptfr el trascurso de treinta a- 
tios, tieVnpo que duran las acciones, real b mixta; y aun 
trascurrido este plazo, el deudor queda obligado k pagar 
los réditos correspondientes á los últimos nueve años dos 
tercios. Siendo esto claro como la luz, me atrevo á decir 
que el señor juez no ha llegado á entender esta circular. 

Ko habiendo, pues, trascurrido mas que diez años once 
meses desde que comenzó á correr la prescripción, nada se 
Tía prescrito en punto á réditos, pues aun faltan diez y 
nueve años y un mes para que se cumpla el término pre- 
fijado por la ley. 

Pasemos á otra cosa. Pretende el juez que no se co- 
noce la naturaleza del contrato, por no tenerse á la vista 
la escritura de imposición. ¿En qué piensa el señor juez? 
¿No ha tenido por ventura ante sus ojos, la escritura de 
subrogación, en la cual consta la manifestación de Sando- 
val? En ella dice claramente dicho señor, que reconoce 
por obligación consignada en escritura phblica, el capital 
de siete mil quinientos pesos sobre la hacienda de Belén, 
y que ha pagado réditos hasta 1857. ¿Qué más deseaba 
ver, que esta confesión paladina? Se me dirá que esa ma- 
nifestación es nula; luego me ocuparé de demostrar su va 
lidez legal y auténtica. 

Por lo que respecta & la observación de que la circula* 
N citada está de acuerdo con el derecho común, porque de- 
termina que sólo sean ejecutivamente exigibles los iilti- 
irros nueve años dos tercios de los réditos de los capitales 
impuestos, me parece sorprendente; pties, como he demos 
trado en el punto anterior, dicha circular, asi como la ley 
de 9 de Abril á que se refiere, establecen innovaciones no- 
tabilísimas, inmensas, perceptibles & cualquier discerni- 
miento, como es la de conceder acción ejecutiva perpetua 
á la nación, para la exacción de capitales desamortizados. 
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Pasa luego el juez á considerar, que también está justi- 
ficada la excepción de nulidad del titulo ejecutivo, porque 
la escritura de cesión no está redactada con vista de la de 
imposición del capital que se demanda. Razona el infe- 
rior diciendo, que dicha escritura carece de los requisitos 
establecidos por la ley de 9 de Abril de 1862 para que 
pueda procederse al cobro de capitales nacionalizados, su- 
puesto que tal ley dispone en su art. 1.° : que para la e- 
xaccion de cualquier capital que se haya denunciado por 
pertenecer á una comunidad religiosa ú obra pia, se re- 
querirá que se presente testimonio formal de la escritura 
de imposición; y antes de todo procedimiento, se dé vista 
de él a la persona de quien se exije el pago. 

Al llegar h este pqnto, señor magistrado, experimento 
una satisfacción verdadera, porque sentía grande afán por 
tratarlo, y solamente lo he dejado para este lugar, por ra- 
zón de método. Eje de la cuestión debatida me parece, 
y como abrigo la esperanza de poner en claro el extravío 
en que han andado los razonamientos del juez, abrigo así 
mismo la esperanza, de demostrar que es cierto todo lo. 
contrario de lo que dice la sentencia a este propósito. 

Toda la fuerza del argumento contenido ep este consi- 
derando, estriba en el falso supuesto de que el Gral. Mar- 
tínez es denunciante, pues solo así se puede hallar aplica- 
ción á la ley citada, que se refiere textualmente á los de- 
nunciantes. Pero ¿me ser£ forzoso demostrar que el ge- 
neral Martínez no es ni ha sido denunciante, y que por con- 
siguiente, el argumento del juez dá en vago, por poderoso 
que sea, así como no ofende á nadie un tiro disparado al ai- 
re, aunque el arma esté cargada de pólvora y halas hasta la 
boca? 

Conforme al reglamento de la ley de nacionalización, las 
autoridades políticas se apoderaron de los documentos que 
eíxistian en los archivos de toda,s las oficinas que adminis- 
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traban bienes naciorializados. Los censatarios, dentro de 
ciertos plazos, pudieron hacer la redención de los capitales 
que adeudaban, y, de no verificarlo asi, cualquiera pudo ha- 
cer uso de este derecho dentro de otro breve plazo. Pasa- 
do este tiempo, él Estado debió proceder á la venta de tales 
créditos. Hasta aquí no hay denunciantes, supuesto que 
las jefaturas superiores y demás oficinas de hacienda encar- 
gadas de la ejecución de la ley, estaban obligadas á publi- 
car una lista de todas las imposiciones que debían redimir- 
se en lá respectiva demarcación. Cuando el censatario no 
redimia, y algtin otro hacia uso de su derecho con arreglo a 
la ley, éste no era denunciante, supuesto que se aprovecha- 
ba de la noticia dada por las oficinas de hacienda, sobre la 
existencia de aquel capital redimible. Parque denunciar, 
aun conforme al diccionario de la lengua, es de&cubrir, es 
revelar algo oculto, y nada revela ni descubre, el qué se 
aprovecha de noticias publicadas por los periódicos. 

SI art. 27 del reglamento citado, fija con bastante clari- 
dad la significación de esa palabra, cuando dice que ' 'pasa- 
dos los treinta dias otorgados á los censatarios para redi- 
mir por sí los capitales que reconozcan, y los diez dias que 
se conceden á los que quieren subrogarse en lugar del era 
rio, todo el que denuncie una imposición no redimida y de 
que no tenga conocimiento la oficina de hacienda respectiva, 
tendrá derecho & subrogarse en lugar del erario &." Co 
mo se ve, la ley es lógica, y llama denunciante al que des 
cubre un capital oculto. 

. Puestos tales antecedentes ¿podra sostenerse qué el ge 
neral Martínez ha revelado la exitencia de un capital des- 
conocido, y que, por consiguiente, es denunciante? Ya se 
ve, que no, porque, sea como fuere, el caso es que el mi- 
nisterio del ramo, tenia conocimiento de la existencia de 
esta capellanía, por la propia confesión de Sandoval; que 
se habia librado orden á la Jefatura de Hacienda de esta 
ciudad para que procediese al cobro del capital; y que mi 
poderdante no obtuvo la cesión de este crédito, sino hasta 
después de haberse gestionado por parte del gobierno y <te 
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la deudora, sobre la redención 5 falta de redención de la 
capellanía. 

Si á pesar de este razonamiento, se abrigase toda via al- 
guna duda sobre el particular, bastaría para destruirla, ci 
tar el art. 2. ° del decreto de 19* de Agosta de 1867: :~ "Pa- 
ra el efecto de que el denunciante tenga derecho á perr 
cibir alguna parte del importe de los bienes denunciados, 
se necesita que la denuncia sea de fincas ó capitales ocultos, 
entendiéndose por tales solamente, aquellos de que no se ten- 
ga noticia en ninguna oficina ó juzgado, inclusos los llama 
dos juzgados y oficinas intervencionistas." 

Así,, pues, es incuestionable que al general Martínez no 
se le puede aplicar el epíteto de denunciante, supuesto que 
el capital d* que se trata.no es oculto, y supuesto que, se- 
gún, consta de los documentos fehacientes que obran en los 
autos, el ministerio de hacienda habia comenzado de mota 
propio á cobrar el capital, cuando mi poderdante compró- 
el crédito, haciéndose cargo del negocio en el estado en 
que se hallaba. 

No, señor magistrado, el general Martínez no es denun- 
ciante,, sino subrogatorio del gobierno; de suerte que él re- 
presenta á la nación, k la cual sustituye solamente para el 
cobro, nó~para el descubrimiento del capital, ni para que se 
pongan en ejercicio los derechos fiscales, que ya andaban 
en actividadad, desde antes que se celebrase el contrato de 
subrogación. De este caso se ocupa el art. 22 del regla- 
mento citado. 

Sentadas estas premisas, el considerando cae por tierra 
por falta de cimientos, supuesto que se apoya en una erra- 
da aplicación del art. JL ° de la ley de 9 de Abril. Para 
poner más en claro este punto, searne licito entrar en algu- 
nas consideraciones sobre la disposición mencionada. Di- 
cha disposición previene, que para la exacción de cualquier 
capital nacionalizado, sobre el cual se hubiese hecho una 
denuncia, haya de presentarse testimonio formal de la 
escritura de imposición, dándose vista de ella al censata- 
rio, antes de todo procedimiento. Claramente se ve que 
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tocto esto se refiere á un caso muy diferente del actual, 
pues suporte que ha habido una persona, que ha descubier 
to un capital eolito, oorriendo entonces por su cuenta el 
demostrar bu existencia* per medio de ese testimonio for 
mal En este caso, es muy natural: que se le exija la exhi 
bicion de ese testimonio, ^supuesto que de otra manera no 
habría daftos para admitir 1¿ denuncia. No siendo denun- 
ciante el Grral. Martínez, no ha podido verse en la necesi- 
dad de presentar el testimonio de la escritura de imposición 
de que habla la ley. 

Veamos, por otea parte, cuál es el objeto de lá presen- 
tación de tal documento. Tiene á no dudarlo, el de com 
probar la existencia de la imposición. Se presenta, y el 
obligado á pagar, tiene derecho pata objetarlo; pero si pa- 
ladinamente confiesa que ee cierta Ja obligación en él con- 
tenida, surte desde e»e momgato todos sus efectos, porque 
la confesión es una prueba plena contra el que la hace. 
Supongamos que algún subrogatario se hiciese cargo de 
un asunto de este género, después que el censatario se hu- 
biese Confesado deudor del capital impuesto ¿podría exigir 
sale, fuera racional exigirle la presentación de ese testi- 
monio formal? Indudablemente no. 

Supongamos que, de acuerdo con lo que prescribe el ar- 
tículo citado, se hubiese presentado á Sandoval el testimo- 
nio requerido, untes de toda gestión ante los tribunales, y 
que él se hubiese confosado deudor en documento compe- 
tentemente adminiculado. ¿Hubiera sido racional exigir 
después de esto, á la nación ó k su subrogatario, que pre- 
sentasen el testimonio formal tantas veces citado? Sería 
abstfrdo decirlo, después de haber sido andado, y de estar 
allanado ese camino. 

£1 caao actual ea todavía más r obvio que ese supuesto. 
Pudo habérsele precitado á Sandoval el testimonio de \& 
imposición, y á no dudarlo lo hubiera él Reconocido/ siendo 
de allí en adelante, exigible ejecutivamente la entrega del 
eapital. Pero ni siquiera esto fué necesario; sino que Sa& 

a 
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doval se presentó espontáneamente á : la autoridad, antes 
de toda denuncia, y, exhibiendo ios testiritoMrofe dondd corte- 
taba su obligación, se confesa deudor del^tpiíal impuesto 
sobre su hacienda, y de alguiiate anualidades dé rédito». 
El misuto se eraSkrg&áe preparar el camino, y practicó vi* 
luntariamente, lo que otros hacen obligados. Sobre «u 
confesión pudo hacertse la redención, y etfto prueba «ir va* 
lidez; no hubo redención, pero su reconocimiento quedó eft 
pié, tanto más precioso, cuanto que abrevia los trámites y 
primeras diligencias de la reclamación. 

La nación, pues, se hace cargo del negocio desde el pun- 
to en que lo dejó el censatario, esto es, desde el reconoci- 
miento' del censo. ¿No es absurdo pretender ahora, qcte 
debió haberse presentado el testimonio de la escritura de 
imposición, cuando está presentación no tendría otro obje- 
to más que el reconocimiento de la obligación, qtte estay* 
hecho? ' ! 

Dedúcese de todo esto; que fortunarla ejsc&tiva de la es- 
critura exhibida por et general Martínez, dimana así de la 
subrogación hecha por eí gobierno general, como del seco* 
nocimiento verificado por Sandoval, de la existencia de es- 
te gravamen, el cual ha sido confirmado por su viuda, en el 
escrito presentado por su nuevo esposo* & la Jefatura de 
hacienda del Estado. 

Podría extenderme aquí, para dar muestras de erudi* 
cion, sobre lo que era y es el documento auténtico, com- 
prendido ahora bajo la dominación genérica de documento 
público y solemne. 

Es verdad que hubo un tiempo eñ que se dividieron los 
documentos fehacientes en auténticos y püblicos, entendién- 
dose por auténticos (que, conforme á su etimología, signifi- 
can genuinos, autorizados por la autoridad suprema y ori- 
ginal) los corroborados con sello dei ■soberano* y por pfi* 
blicos? los otorgados ante escribano, con las solemnidades 
debidas. Pero como es cierto que hoy se comprenden u- 
rtos y otros bajo la denominación general de documentos 
públicos y solemnes, con arreglo á la fracción II del art. 
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34» de. la ley cte JfawdjNwiltf» civiles, á la <^*L se refiere 
la Jjtoc*** ILdel 1107 de la.piiopia ley, iw&il parece en- 
trar en» t*l divagación. Bueno seiá, no «obstan^ hacer ob - 
servar, ¿q»* eefcfcrmeá la ley I ±ít. XV]¡II P. ^ $ "es- 
oripturai dfe qwe tface averiguamiento de prueba, es toda 
carta que sea sellada eon sello de Rey ó de otra persona 
ttttéattca* que sea de creer nace dalla muy graud pro, Ca 
e» teetúnoaio de las cosas pausadas, e averiguamiento del 
£leyto sobre qm eafecha." 

Ce&viefte taxpbien advertir, ^que G^gorio Lfcpe?, en la 
glos* 9. * á la ley. citada, §e¡ exj^resa, de este modo; . »»Lq 
dispuesto aquí tr*e W ^íígeq de &,, pudiendo vpwe aqui 
las tres especies de documentos ó escrituras que se ¿conocen; 
lMr Att^otícasv publicas y pjivadftp. Las priq^as haoen 
ttipoc sí sotos, y *w> regw&re^jgw qdminfeulo algum^para 
m valid0z t¡ yim lia»*» aj^i^aa, por U^p^sipion d^l se- 
lie aÉfc&tifip del Bey etc. Sw tftpabien auténticos los do- 
<m*^^ J*l**das per algi^ftipfi^l publico, sofefie cosas ó 
nogeoiadoe pertenecientes al, oficio p^ra el cual ha sido 

IíiufcÜ &*& pftf/we extesaeri^e más spbjje e$te punto,, 
para den}o%|rf>r qjae los a<&>s verificador fn te Ja^a^oridad 
eowptitetfm je&ftel Ñ&wmt de^eua ^trit^cipne^ ^ heqhos 
csBtftet jen^o0iH6#ülb9s .e^Uados.por eUas f ^ púj^liqqe y ( *p- 
l^eaíl^ ^#íqjW^ i^ue, qqn avi^glo á : la ¿ia#&on II (fel 
ai*. 1107 de i* l^yL^ pso^di^ieatoaGivü^ iieip^n, ejecu- 

, La W#^^t4í^fi heqha por Saadqv4 á,4fs autpric}%sles 
imperiales, es un d^^mwto auténtico, do a^e] loa que no 
necesitan requisito alguno para su validez y fuerza. De es- 
ta naturaleza son todas la^jpmjcicaciones y papeles oficia- 
les, que han pasado por el ca JFadministrativo bajo la au- 
toridad del Estado. La ley de procedimientos civiles, en 
MAmeAmlí éáimri. 1M7 , éak»M*Qe cju* soíi ^uloaique 
tienen *¡rtmji^ejj5t»^ ipufelwoft y ^o- 

kntii»$ii&tenf^ ieyea eíége» |par 

y?t que hagw»i¡áxih'>J^i d^mi-i.^» -' i> -u& ;*.j .;Iu.¡, ,**, . 
/ 



20 

La manifestación echa por Sandoval ai icfrperío, y eetft- 
ticada por él ministerio de haoieüda, es uá docuiftettt* pu- 
blico y solemne, que tiene aparejada ejeeoeien; así ooow> 
lo son también, el escrito presentado á la Jefatura por la 
viuda de Sandoval, y el nuevo certificado expedid* por el 
mismo ministerio sobre este particular. 

Aquí entraría de seguro, la réplica relativa 4 la valide* 
de los actos verificados ante las autoridades imperiales* 
No me ocupo ahora de tal objeción, porque la trataré ai 
llegar al considerando que á ella se refiere, ofrettaráo pa- 
ra entonces, demostrar que los actos dé los particulares an- 
te el imperio son válidos, en ló relativo á la confesión de- 
sús propios adeudos. 

Guando él Sr. Sandoval se obligó por edcritutb p4Wm 
á reconocer el capital de siete mil quinientos pesos consti- 
tuido en capellanía, y i pagar sus réditos, echó á no du- 
darlo sobre sí y sus herederos ese gravamen/ qfdé h&bietw 
nacido entonces, en caso de qué no hubiese existido desde* 
antes; de suerte que puede detfirse que esta obli^iclion con- 
traída por Sandoval, es una secunda imposición, baetando 
por lo mismo, conque conste ella en su manifestación, pa- 
ra que se tehga por llenado el requisito de la ley. ■ 

Al concluir este punto, creo tener derecho p»a dedecir 
lógicamente, que el título ejecutiva exhibido, e* válido ;y 
eficaz, contra lo que afirma el juez; pues estfe redactado eft 
vista de algo más precioso que la escritura de imposición, 
que aun estaría sujeta á objeciones, cual es la manifestar 
cion paladina hecha por él deudor al acttedor, de tener en 
su poder un capital que á éste pertenece. 



Grave es el erwt oo^tiwtído ea el caattt c< 

de la sentencia; pueden él ae manifiesta ignerpaifcreL jujot, 
de las verdaderas fomltadee'Cra.qaeHptcne^ 
nacional al dictar sus disposiciones reformademe; 

\ 
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Dfcese en ese considerando^ que si bien es cierto que la 
circular de 18 de Marzo de 1863 concede fuerza ejecutiva 
é las escrituras de cesión de capitales nádoualizaclos, otor- 
gadas por el gobierno de la Union en favor de los particu- 
lares á quienes subroga en sus derechos, y les atribuye los 
mismos efectos que á los primeros testimonios de las es- 
crituras expedidas á* favor de las corporaciones, y que han 
sido ocultadas ó retenidas maliciosamente: dicha circular 
no puede considerarse derogatoria de la ley de 9 de Abril 
citada, porque una ley no puede ser derogada por una cir- 
cular. 

En primer lugar, debo decir que dicha circular no tien- 
de á derogar la ley mencionada. Sucedió que el decreto 
de 9 de Abril, ordenó que se exhibiesen los testimonios de 
las escrituras de imposición por el denunciante; pero como 
se observó que solían hacerse perdecüsaa por los deudores las 
escrituras, fué expedida la circular de 18 de Mario, con el 
objeto, no de derogar la ley anterior, sino de completarla, 
llenando un hueco notado en ella. Hubiera sido absurdo, 
que se hubiese mandado exhibir en todo cano el testimo- 
nio formal de las escrituras de las fundaciones, aun cuan- 
do no pudiesen haberse k la mano. Quedó pues, ordena- 
do, como hasta hoy está ordenado, que se presentasen esos 
testimonios; agregándose únicamente por la circular que, 
cuando no se hayan, hagan sus veces las escrituras de su 
brogackm otorgada» por el gobierno. 

¿Dónde está, pues, la derogación, supuesto que el nien 
cionado decreto sigue vigente? La circular contiene una 
verdadera aclaración, sobre la perplejidad que engendraba 
el' desaparecimiento de los testimonios; la pugna que vé el 
juez ent*e ambas disposiciones, sólo existe en su mal a* 
consejado considerando. 

Por lo demás, sepa el señor juez, que* el gobierno gene- 
ral estaba investido de facultades extraordinarias al expe- 
dir esa circular, la cual es siempre obligatoria, ya se le 
considere como aclaración de la ley, ya como ley también 
por sí misma. 
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Si el señor juez antes de otinsígnar este raoonamiefato, 
hubiese examinado las leyes expedidas por el Congreso en 
esa época y las anteriores, habría encontrado una sucesión 
de decretos, encadenados todos, que desde el año de 61 has- 
ta el 63, vinieron invistiendo al ejecutivo, de facultades 
extraordinarias. Efectivamente, en 1 1 de Diciembre de 

1861, fué expedida una ley por el Congreso de la Union, 
por la cual se facultó omnímodamente al presidente, sin 
más restricción qxts lu de salvar la integridad nacwpial 
y ¿os principios y leyes de Reforma. La disposición con- 
tenida en este decreto, fué renovada en 3 deMayo de 

1862. Lo mkmo se hizo en 27 de Octubfre del misfno 
ano, fijándose el plazo de seis mese* para la duración de 
las facultades extraordinarias. De suerte que este decre- 
to duró en vigor harta el mes de Abril de 1803, en qt*e 
fué refrendado. Ahortf bien, siendo la circular & que se 
refere el cuarto considerando de la seqfoncia, de fecha 
18 de Marzo de 1863, no cabe duda en que fué expedida 
en el tiempo efi qub el ejecutivo obraba en todo, investido 
de poder omnftnodo, siendo á la vez ejecutor y legislador, 
Asi, pues, la circular mencionada, es una verdadera ley, 
y valdría aun cuando derogara el decreto de 9 de Abril; coflt, 
mayor razdn debe decirse que vale, cuanto na lo deroga 
sino que lo completa y ad&sa. ~ - 

Por consiguiente, las doctrinas cttacks de Golmeiro so- 
bre la facultad exclusivamente reglamentaria de loe gobier- 
nos, y sobre la fuerza de los reglataentoe, inferior á la de las 
leyes, son muy buenas, pero no Tienen al 4»so. Porque late 
circunstancias en que se hallaba el país por dquei tlecbpo, 
habían preparado un orden de cosas^xotpcionaK eo ei que 
el gobierno representaba doa poderes, y se hltllab* inverti- 
do de facultades omnímodas, como lo dice lp, leUA jpiAjftft 
de los decretos qiíe &sft lo establecieron. - 



-U* 
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Lá sentencia, tratando de apurar el anterior razonamien- 
to, expresa que, aun dado que ia circular precitada tuviese 
fuerza de ley, seria inaplicable á este «negocio, porque se 
rehere al caso en que las escrituras hubiesen sido oculta 
das 6 retenidas maliciosamente, por ios censatarios; y ad- 
vierte que la parte deínandada no ha obrado maliciosamen- 
te, pues sí lá escritura de imposición no aparece, ecí porque 
fueron destruidos los archivos y protocolos de ¿íapotlan, por 
c aso fortuito. 

Este argumento me sugiere otro, en el cual acaso no 
hubiera pensado, si las palabras del juez no hubiesen ve 
nido á iluminarme. La parte demandada retiene y ocul 
ta maliciosamente la escritura de convenio, otorgada por 
Sandoval cuando el remate de la hacienda de Belén, pol- 
la cual se obligó este á reconocer sobre dicha finca, los siete 
mil quinientos pesos de la capellanía^ y á pagar sus réditos. 
Esta escritura y la de remate, fueron exhibidas por Sando 
val á las autoridades del imperio, según aparece certificado 
en el expediente formado con motivo de la manifestación 
del deudor; por consiguiente, no cabe duda en que existen, 
y, en que se hallan en poder de la Sra. Torres. Ahora bien 
¿qué es lo que ha hecho esta señora, cuando se le han arti- 
culado posiciones para que diga si tiene en su poder tales 
documentos? Ha (jlicho que no lo sabe, que su marido dejó 
un cúmulo de papeles que ella no ha examinado. (Posicio- 
nes articuladas á la contraria, por el Sr. Lie. Andrade.) 

Pues bien, yo razono de esta manera. La contestación 
de la Sra. Torres comprueba la ocultación maliciosa de esos 
documentos. Porque, no cabiendo duda sobre la existen 
cia de las §S£lriiuras, ya- ge've que. ella^cqn testa que nada 
sabe, por no decir que es cierto lo que se le pregunta y pue- 
de perjudicarla. Si no fuera cierto, habría contestado que 
nó categóricamente. Se vale de una evasiva para no con* 
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testar nada; esto demuestra la malicia con que procura 
ocultar la existencia de esos títulos. 

Tales consideraciones suben de punto, si se atiende á que 
esa ignorancia en que afecta bailarse la Sra. Torres en lo 
tocante al contenido de los papeles dejados por su primer 
marido, no es una ignorancia inocente, sino punible; pues 
la demandada debería saber lo que esos papeles contienen,, 
para gobernar sus acciones y proceder con justicia. 

Hubiera sido tolerable que ella no hubiese examinado 
tales documentos antes de la reclamación del Sr. Gral. Mar- 
tínez; pero desde el momento ei* que fué entablada la de- 
manda, la Sra. Torres no tenia el derecho de ignorar lo que 
debía saber sobre esta materia. Desde entonces quedó ex- 
trictamente obligada á examinar los papeles de su esposo 
difunto, á fin de proceder con buena fé. ¿Cómo? ¿No sa- 
be si existe esa escritura, y niega la deuda á ojo cerrado? 
¿y si existe entre los papeles de su esposo, está bien hecho 
que niegue la obligación? ¿y cómo sabe que no existe? ¿ha- 
ce esto una persona que quiere ser justificada? 

Punible señor magistrado, fuera esta negligencia, si fue • 
se de veras negligencia,, puesto que no podría eximirse de 
culpa la parte contraria, al abatenerse de procurar ser jus- 
ta, haciendo en favor de mi parte lo que por razón natural 
y por derecho, se halla obligada á poner én práctica. 

Pero no hay ni que pensar en negligencia, porque lo que- 
hay verdaderamente en esto, es malicia, intención delibe- 
rada de ocultar el documento comprometedor, á fin de pri- 
var á mi parte de este medio de prueba. 

Corrobora estas reflexiones, el hecho de aberse negado la 
contraria á mostrar los títulos de propiedad de la hacien- 
da de Belén, que solicitó mí antecesor al principio de esta 
instancia, fuesen presentados, haciendo uso de la accioD 
ad exhibendum. Pues qué ¿si estuviese segura la parte 
contraria, de que no hay en éltói ríadia qttó i^eotoprome- 
ta, no los habría mostrada apresuradamente? Esto hu- 
biera estado en sus conveniencias, con el objeto de dejar 
sólidaraeate establecida su irresponsabilidad, y cerrar la 
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ptiérte, á otros pleitos. Fuera 'absurdo pensar que asi te 
hubiera hecho por capricho tókkíettt^ aun ¿üabde de ella 
réwiiAsetpetjjtaicrio rea^ &«spMkft m «mostea» Ñ*. lo 
fchte jm m tffndenaarse sola, por coaltar eso» doq*vt*niw 
6pie lá perjudican. . ( 

' Clftt&BVente «parece, paei^mprahftdo» <ju« 1* parte de* 
mandada oculta y retiene maliciosamente lo» título* <|u« 
debiera exhibir; de suerte que éste es el caso de la circu- 
lar, en que la escritura dOutafcacion surte los mismos e- 
fectos que el testimonio foffiHÍ de que habla la ley de 9 
de Abril. 

* u Jófoé&íofyti^,*m#mi^^ ámájlpt^abuala- 

mteirto, y iólb párá demostré q#e ni t& los detáHe» tiene 
Hzó* e! juék; que por lo <****(£, suftoWfltetB**te «fojo de- 
ittotftítifti, qué el 8r. Gral. Martineirm*** «feftiirfdmtt^ ni 
éétáM6bíiga4o á presentar título ninguno, coWte dige («i 
^ptotoS 1 . 0, ' -« f -»■ =" : » - -»* 



•.•'-»'! '•fta.^ 
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El afán ctel juez, en el 6*.^ cónsid'eráadó efe su ffcltt>, se 
reduce h. tratar de demostrar, q]ue ni la ley Je 19 de Agos- 
to de 1867, ni la de 10 de Diciembre de 1869, son dero- 
gatorias de la de 9 de Abril de 18tí2; efe suerte que, con 
apoyo de ellas, no puede pretenderse que el 1 denunciante 
esté dispensado de presentar el testimonio £ que se refie- 
re $\ art. I . ° de la última disposición citada. Toda esta 
afg.umentacion es inútil, supuesto que el actor no és, de- 
nunciante, ni ha habido nunca, Renuncia alguna de esta 
capellanía^ de la cual se tuvo Conocimiento por un acto es- 
^optápeo del* mismo censatario, v qjie pretendió reditpifla?. 



• ••.-. .. _ tí 
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l> En ePfeétimo considerandb de lk sentencia, el interior 

■ ■ ■ • . -. r . 
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tratar de nítóetíz^r y aquilatar *í tverdUéafa «Mida y felf- 
eo objeto ^eht tey ^lÉOi^fiSoiéBftbpBe^ fúi¡^a*ife3te ptjr*} 
té que na ate iatareM, féwjadrttnfe, iaclvirt|t^lo. 4MéWt 
mente; que es* ley vituo á ^^bloeer nwe^fcrfplaM wftirót' 
de los censatarios para que hiciesen la redhM5iíion<d* Jds«#- 
pibalérque racpnobi^ ó iii^^ que 

é«^» Httbfe»tí c©tnenw*do^ Sí gara». i y ¿ ; mi • i;,.».!,. :,.-.. 

■i,í ub O-f í ' - • -■ • , •♦ - vb .TÍO. Le iá*f*3. ' !• 

W qeB^terfes r (di^«do > qp §^w^íWií^ 4ft9^fof4W 
deb^^oHÍij»^ €»nka;»Uo»)n^ te»efr por dep^tfw^ hp 
wísé*D6Í*j& te ¿mp^ lición, <febe efe soy el ^tiñ^i^ ( ^ 
la. aP9iijbwrat»r¿a frodacioq, wwo Ipíd^, #1 arta l /?. t ¿q; r jif 
ley de 9 de Abril. Para esto se futida el inferios $ft ^9? 
razones, la primera es la üwticia. ancha y disputatfia base 
sobre la cual pretendemos to^j^papoyar nuestras preten- 
siones, y la segunda es que, cuando* la ley exige pro for'? 
ma lft presentación de una es^rit^a convo prueba, hü^ta 
en ev arbitrio ^eí jue? sustituirla con qtra, v 

Me permito hacer un^ ob^ry^cion que me pateco opor- 
tuna por extremo. La doctrina citada por el jue^ sé re- 
fiere al demandante; perp nada dice del demandado. Este 
ea libre para admitir como plenas todas* las prueba? 'que' 
guste, y para rendirse á la hora que quiera; también es I# 
bre para confesarse deudor sin necesidad de* pleito», jr aticí- 
pandose a la demoatracion del acreedor, Estejes el caso nrb'- 
cisaoiente. Porque lo de la forma y loa documentaos^ y eí 
art. 1, ° de la ley de 9 de Abril,' 'no viene a, cuento, Su- 
puesto que el cansante de 1» demandada, no esperó' denun- 
cia, qi presentación de títp'lp, lyyféclamacion ninguna parar 
presentarse á la autoridad d%c%rando con justificación y 
acompañamiento dé documentos, deber á la nación utt 
eapitel, $on rédito* de varios ai?os, iOfá mayor prueba de 
la existencia de un capital nacionalizado que la manifestar 
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dtota ^lant^md^l 4íe«feMAn^r«Déapiibs de^eto^ m> puede 
ba&et^d»i(miá^í : e8 lógicq exigiirdeiBOBtraeion; de ningún 
gléhéío^í • ' : =-••' • * : -A >*>/>> í'- hí. - • »•:.». -.-. ,, . • 
Bé*itto&recioüale«: el «t l. 9; de kklejr efe 9 de Abriese 
refiere» á lo qae se va á éowostreír, bo á lo Jáí demostrado. 
CÁiaftdo'iéí deudor fconfiéta la deuda, &&.há)r ^ue^emosr- 
trarle qwé 'debe. Onreticer fal convencido, litara la tarea 
má¿ m#cia qt*e pmdi«ta «plropoáerse ua razdniídor. La» le- 
j*0b, &ü%tt empeño £or defeíid€JÍ lá jÜBtiüia, úp inewijett en 
^¿tftérdoi«eo pretes&to^é prey^nir lo ifiácao; hagafuos esta 
jiíaUam h lW|dri§p¥*d€tóa. > t t 

, »• mí : :■ . . 

■■.-... ] • . : Tzr,u r A, _,,,:, .;• 

\|)t^ ^íeitp <^*e el título ejecutivo Wntfa U heredará?, de 
Sanátíval, estriba én el tlocucbento auténtico' dé'&í taani- 
f<^jtack>p $ppao peraltaría. La escritura de subrogación eptít 
fu^^(|a ,jj¿ ese documenta, que se ha teñidora Tá vista* al 
$$By?<? fy¡BxfajjL¡terfsí t y lleva en ai la fuerza &é todos los 
íiMt^ij^tQS d^ su especie, opn el aditamento de lá qué le 
44 t Jft^9^Iar'(íe 23 de Diciembre de 1875, que iio tiene 
ng^jQW; yer,cpi}.]ft mencionada ley du Abril S; ségun ló 
q^.COT^^^'1 Ristra'' señor juez, en eJ tioveno.considerá¿- 

-l¡¡/ fcfil ->b y3 • .|ll!X K <f4% OíJp •:»: { • :»•/-■■ 

"'>'• •' d '' i- r b • . itv-f; :.: i, '-•,.:<.<; , : • ;/}, f ." ,. 
. I »B¿te í»nfi¿áeiidndM C<favmj M\ Wi» ! de¡ ¿qg , feájB /valiosos 
áertc* qii*o(ííMÍ^^ < J^pró«isfe ftftiéji W é **a 

eÁfMiá» dé £*taMl<«fidí &)$*ptim4$ib JJmm&m peder 

««^Wj^ce^rMoáwiib)i9f ^ptB^B^aiffc^^H&f si- 
do suprimidas l#s capellanías de esta espec^ ^l^ff 10 l ftS 
dcm^irtbqitlaetórffi^ ^nílfiy de-T ^ » A¿ftS^cte j ^f^^S^^- 
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Ornamos lo qde dio* Fébrfcro aátae la e&presiün d^ 1^» 
vinculaciones á qoe se refiere el juea: "Las Cortes de I&- 
paña, en el art. 1. ° de su ley de 27 de Setiembre de 1820, 
suprimieron y declararon absolutamente libres todos ios 
mayorazgos; fideidomisos, patronados y toda especie ; <W vin- 
culaciones de biefoes, y 1 en Sel coarto mandaron <\uq $n lo 
sucesivo nadie pudiese fundar mayorazgos* fidet9omfc$$, 
patronatos, capellanías, <fc. Esta ley do a* pubAioó <*n M&\ 
xico; pero el decreta de 7 de Agosto de 1&22, deeliMfó ** 
sus tres primeros artanitas, que las vinculaciones habiafe 
cesado desde dicha fecha... qué cataban y habían estado 
desde entonces en clase de libres los mayorazgos, cacicaz- 
gos, fideicomisos, patronato! 5 Capellanías laicas, y toda es- 
pecie de vinculaciones, de cualquiera clase de bienes; y que 
los poseedores podían y habían podido disponer libremen- 
te de la mitad de los bienes para que aquella ley losfacid- 

tabaát: 1 ; ' ' " ' ' 

Luego se mira que la ley nateiónai que suprimió las vin- 
culaciones, refiriéndose á la del afio de 20 dé fa? Cortéfe 
españolas, facultó a las personas que gozaban dé lá renta 
de los capitales impuestos,, para que se apoderasen de ty, 
misma masa de esos capitales, con arreglo á las condiciones* 
en ella establecidas. Quiso en efecto esa ley, que queda- 
sen suprimidas las rapellanlas laicas, y llamando á la ppev- 
ta de la codicia de los capellanes, los invistió de la autori- 
zación necesaria para que recgapftn el importe de las vin- 
culaciones. Tal disposición^ $fre*stante, no contuvo clau- 
sula penal, que amenazase á los dueños del derecho, con 
perderlo á favor de los censatarios, si no hartan oso de él. 
Por lo mismtf, el resultado prá^ico de aaa dispoamon, íaé 
que los cabéWaHes supiesen que tie¿>aa ioUa^cho á tas ea$¿* 
talesj fikndbse con justicia, l^íttfisladow, e^ qua eliotév 
res privado haría cumplir, y perfddciwíana los páeaapta* 
de la legislación; i: ■ « :» 

Pero ¿qué restiltedo debió tener el (pm los.capeUaaaeíao 
hiciesen uso lie esta facultad, y permitiesen qué los capi- 
tales continuasen impuestos á censo? La ley citada no lo 
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4^f*mia^JM f ii\eí)QaiJií;e, qpe $p pupoBgAn cob^dos y d$s 
\yipulados lps\ capí tales ppjr el situóle trascurso del tiempo, 
y sin el auxilio de prueba alguna. t Así, pues, de la píen- 
ciqsada ley de 7 de Agosto dte 182S, se deduce uña conse-, 
cu£#ci& enteramente contraria £ la intención del jj^ez, 
. Supuesto que por tjousideragiones económicas se quiso, 
desde el principió del siglo, acalbar con todo gén^o de vin- 
qj^aiones, iraclusas las capellanías laicas, 119 era posible que 
eL Justado se dejase burlar, y abandónase indefinidamente 
a},arbitrio de los jjartipulares, la subsistencia ó la desapa- 
rición de un mal público. ÜPor esta razón, cuando ílególa 
época d# Ja Reforma, el gobierno de la República, no sólo 
nacionalizó los bienes del clero, sino tapibien las vincula - 
cipnes fictas que aun se mantenian en pie, contra la dispo 
siciqu de la ley; y §sto fué ^nguistp castigo cpntra los cape 
Hanes que hablan bufado el nuevo derecho, 110 procedien- 
do á la desvi&culacion de esas capellanías: 

La circular de 12 de Agosto ds 185§, expedida en Ve- 
racruz, en la época más ferviente de la Reforma, en ' cuya 
época el gobierno nacional o]br$ba discrecionalmente «n los 
asuntos ^latívos á la nueva organización constitucional de 
J$éx\co, dj^easi: "Ministerio de hacienda .y crédito phbfi 
co. — "Circular. — V. E. habrk visto por la circular del mi- 
nisterio de Justicia, piovo^da^^ una consulta que hizo 
el gobierno de Oaxaca, quefas tiapellanías llamadas de san- 
gre, son también ocupadas por el gobierno civil &." Y 
luego prosigue: "Respecto de ks capellanías Iftgfts ó. de 
sangte, sei declara que, tos que se crean sus dueñp^ pueden 
presJeaiarseanfce el gobierno i hacer valer su» t&ulp^/y U 
dewmctdaawn se verificará en estas capellanías, cop&rre? 
glo al decreto de las cortes españolas^ ,daclo en 27 .4$ Se- 
tiembre de 1820, que se declara vidente en todo// ^ 
, ■ Gomo se vév ^1 año de 1859 existía^ todavía capdÜkn¿afi 
laicas, y fuarop comprendidas en las leyes de Reforma 
Contra hechos no hay argumentos. , . r < > 

El considerando á que aludo, no tiene, pue?, sentido nin 
guno. Dice que el gobierno n& ha tapido dar^cbq .«para 
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subrogar en su iVombré ál genéi&l MaHirtfe2,^qü£éktá'eíf 
Uña 1 capellanía laica, de aquellas que fueron suprimida 
desde 18 ¿3; k mí me parece qu ó por esta, razón h$ tenido 
todavía mayor derecho, pues 'sí debió ella haber desapareci- 
do desde'aquella fecha retnotafc, óon íh&srázoíi se lé defeeilés- 
víncular ahora, después de tan largo tiempo de habeit ^tr- 
iado las leyes. - t l> 

¿Será posible que se imagine el juez, que los capitales 
Do redimidos, se hacen de la propiedad de los deudorfeaf? 
Alguna vez, me veo inclinado k creer que tal opina; aun- 
que me repugna admitirlo, tanto por su üustrabion,, tiotno 
porque opinión tan peregrina, iio contaría en strapdjro dis- 
posición dé íúngnnrgánero. 

No cabria, pues, otro medio de que hubiese tefTfnfnaflo 
esta capellanía, suponiéndola laica, que e\ de qufeÜiíbleSe , si : 
do desvinculada por los capellanes, Mucha; razón tendría el 
jue# r en considerar libré hlá Sra. íórjes, do la obligación 
de pagar esta deuda, ^i' dicha señora 'hubiese demostrado 
qtfe'la capellanía habia sido desvinculada; pero supuesta 

2ué f ¿fla. no ha llegado rii á pféferiderío siquiera, asábsurr 
o deóír que la deuda nó existe, porque debió habefse pa- 
gado desde hace más de medio siglo, y todavía no se pagk] 



D'iGééqui el juez, que en virtud de la ley jefe i $23, el 
poáeedfcr deláfe capellanías laicas (lindadas ]íorel bachiller 
$). Bemárdkio Antonio de Lepe, ó aquel y su iratodiatq 
stu&sor, quedaron dueños absolutos del capital que abes)» 
reclama el Ghrtf 1. Martínez. Quiera concederlo ¿«e daduée 
de aquí por ventura, que tales personas lo cobraran, y se 
lefc'papá? Esta eé precisamente la cuestión. Si foeron 
dueños tíel capital y no lo cobraron, y la capellanía siguió 
en pié de hecho, y nó de derecho, siempre resalta qute á-+ 
déudan ése capital, SandoVal i> bu sucesor, que pata el caso 
es la mismo. ¿F&s* él seftor jwz tm fácilmente de laipa- 
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tqijcíq, $1 acj^o? I# ponencia f $e ¿apoderarse $e\ cani tad* la 
coñudo ^ p^seedcüf de t$u trapes, y á los que le si^uiqron; 
pero pl hecno nto lo cjar^edq, . * ¿No ( hay . pruebas \^3 re* élf 
Pijes; p# \o admito, T ^J5pÍc}reÍ s$ñor jue# ^§ c^paá deaá^iií- 
titlct sín prdebas; cttánao debiera ^erej^iiico r ^víe ™° ÍP ad 4 - 
mitiese sin ellas. 



|t P^éfffíefi^jíjMie Xt. Rafael parido val ¿A/r itn t trvr fíe de 
**?f^ W^jifes^ a}: adquirir la hacienda de Belén, aue re- 
coi^o^pri^ aoW^.jéjla como preferente, el capital relativo á 
)^i^p^ap/a |I ftpj y iieipp.i|dada, y que esa manifestación 'no 
le . perj^dicá,ijp^.jr^^ tffl: errar no perjudica , cuando a r ¡j[Ue 
lo padece sufre por ello uncí perdida ó daño. 

¿Errc^r d e 4 er ?í^ lí) lí a PM* el juez al acto de comprar uiim; 
Cos^^^tj gpij^én^de la paitad' de su valor, con tal que 
se t ^pj3ip^c|a u$ c^pit&l impuesto sobre $]laí Cu riosa me pa 
íecei^oteejryacion. , I). Ratáel Sandoval, no poaéyeuáo mks 
qi¿9 un crédito msitfn¿íican»£e de mil cuatrocientos pesos, tras 
mitidopor el Pr^sb. Pérez, apellan piigoee de la vinculación 
en 1849, remaba en nueve rail pesos la íinca gravada, y¿ para 
completar su precio,se obliga por escritura pública^ á seguir 
jr^conocienjip el gravamen, y á pagar lo» réditos. ¡Y & éteto 4 
le llama el jue¿ ignorancia de derecho! Ignorancia ae d-e- 
f^^l^de^nocimientQ ; de la justicia, iniquidad verdadera, 
fqfli^.hftcer )o ¡^ontrari^ alzándole copr el santo y h limos 
Wfa ^C¡ox\qxfe oblig^fsV 4 pagar lo agen o, es ignorar el de- 
recb{o^ : :ÍAiyr bibnj. <r P e suerte que, én concepto del juez, 
pupue^to qjue^a^papellanías laicas habían sido declaradas 
libres desde 1823, SandoV$Í debió haberse quedado con eP 
impute 4 e ^t a > 8 * tt HOfÍR. ( DÍ f pfás, y por ministerio de ese 
sójFo hñch^í { i^rip ^evijeítp', ganancia de pescadores! Que- 
doni§;£Qn loageuo, pjoj: ser capeMaíriía laica, y así manifieft- 
toqv%m: ignoro al^érecho. - ...?...„,['. 

£a teoría _bs muy , bella, solo que hubiera síqq imptóctí^ 



32 



cable, én tratándose de íá compra de uria cosa, 'cuyo im- 
porte jio pódia satisfacerse en total. ' Ptígar todo f b reco- 
nocer algo, cuando se hace una conXpra, tal qs la^egld; es- 
to fué lo que hizo Sandoval. ¡Ya esto es \ lo que' llama 
el juez, ignorar el derecho! ' • * f 



K*í 
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En este lugar expresa su opinión el inferior, respecto- 
de la validez que puede teuey la manifestación hecha por 
Sandqval ai imperio. Nótese, desde lUegó, que ni la de- 
mandada ni el juez, sé atreven á negar ía realidad \ dé esa 
manifestación; por lo mismo, tanto la existencia 'dé 1 ella, 
como la verdad de los hechos en elía contenidos, no pue- 
den ponerse en duda. 

Sí, po hay que negarlo, Sandoval hizo esa manifesta- 
ción al imperio, y en ella se confesó deudor* del'im porte de 
esa capellanía y de los réditos de algunos años, dando prue- 
bas de honradez, aun cuando haya sido ignorante de ese 
derecho, que podria haberlo amparado para quedarse con 
Ib que no era suyo. Si él lo dijo, fué cierto, supuesto que 
no estaba loco, y que declaró en lo tocante á un hecho que 
le perjudicaba. ¿Cómo, pues, puede destruirse la fberza 
de sa, manifestación? ¿Cómo puede demostrarse íá, no 
existencia de ese gravamen? 

Sobre est& no se preocupa la parte actora. I^j^ !<>s He- 
chas en pié; no destruye ese monumento de certidumbre 
en su. contra; sino que sólo trata de hacerle perder' su efi- 
cacia.. Ño digo que no sea cierto, objeta; lo que afirmo es, 
que no puedes obligarme á pagar, aunque deba. Efe una 
especia de burla, señor magistrado. ' A ' 

El inferior, con toda la gravedad de ' su frió vado cargo, 
tragó por completo el anzuelo, y admitió lá irrisión. Lp, 
manifestación que hizo Sandoval al imperio, no puede áet- 
le perjudicial, dicecon toda formalidad,' porque la igjio- 
ran£Í*de derecho no perjudica al que la padece, y parque 
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los actop del gplíiejnp usurpador relevos Metas materia*, 
fueron declarados puíos por los 4fó*9tas4t 13¡de Diciem- 
bre de $62, de 15 de Octubre d? J6&3 y II de Mayo d* 
1865. * ' _ ■ . . ;. 

Aquí nos encontramos frente á tm caso original. Copa- 
taSiifo deuda por la confesión del deudor, y consta de iina : 
manera iíidüdable; el deudor es punible por qu reconoci- 
miento á autoridades intrusas, y, no obstan te ? el acreedor 
se halla maniatad o , y en la imposibilidad, así de cobrar ,ek 
eréditq 'Confesado, como de castigar ai culpablq.,,' 

¡SandoYfd reconoció esta deuda, y ante el imperio, y no; 
se le puédé óobrarí Este es el colmo del absurdo!-. Y par, 
ra que nada faitea la burla, se defiende su sucesor, con Je 
yeá'éücáttüftrtidas precisamente 1 castigar á los qué recoúo* 
efeirdií po* tueafó^e^^tó J3p*rtteiGiW¿ ál imperio, Y siti 
eifitiairgó, én el élteo ftctttaíf, $ culpable resulta pt-emrado !■ 

^ihtobtesefaíécbo ía irédéhdon aite el imperio, habría 
teüid^^tie tóifte* á'MéárK (í £dte ; Ia Keptáblica; pero como' 
hiró'ééi^ maniftétótíMi áhle el imperio, no le paga rii al 
imperio ni á la República!: 

N<VAefnt ÍBagistrada, es necesario ingenramdtf ée nteK 
wbím ;quei«? ho» derómo» mofkr de uü modo itoti ridículo éh> 
nuéftim b«in éentiíb. Nadie saq&e aprovecho de su pro^io^ 
4eHto;< to*9h\ lo* q®3 f »bs gritaba toneienoia. ApliqWÍaiüs* 
fas leyes por su espíritu y no por su letra;, be acjjuí lo q$é> 

^QjUl99<i9l l» ^%g|^€AíQ]Qiir f fi^MD^eea invadió la ítepubiica* 
m$ip&M><lt &fa&m6i»quím gfrbifemo soatenidoipor-aus^ 
b^jH^^^ l^;l^yeíi?^^edidae por d gobierno, áacipnal,< 
*S¿4»W»4j ^mfeara*r¡ h> aécion de las autoridades iótru*< 
a*W* ¡ádttiy^ &:*feta* áfc Jo* *q<*rs« x%ue pediese» satear del* 
$9Ñtl3 & ^biffwá í l^;ttie&ifíaiw!s ,4pib reconociesen al i»pc^ 
ri^íy^^iíiMien co n/fcra tos con>éL, El decreto de 14 de Di- 
ciWfjfeífe ate? iÜ?&2 f .', dsolará ^tiíojt i <ftw< *tótos rfe Im Uania4an : 
(Hit^r^xd^^f^i^Qk' ekinvastw^ tai como los contrates < 



eeftíbiWoá oon ; ellas, faciendo pesar respóhs^ftilida^ civify 
criminal sobré \éa qué* intervinieran en tales actos. '] 'Tódía 
esto e* lógioo, y de 'tal disposición aparecen conr entera cía - t " 
ridad, Jos tres propósitos indicados. 

Lo§ breires nacicnialijíados podían servir cU* fuente <íe ri-, 
qúézapára eliínpeíjo, proporcionándole eJemer>W cíe re- 
sistencia y'tfa ¿oáabÜte; por; ésta rafcon, ai saberse por el go : 
biefrio riaci^al, que Habiaeido decretado fuesen revirados 
los ftctos dé la desamórtizaciótí aerificados $n tfeitipq de la 
Reforma, por el gobierno intervencionista, fué expedido el 
decretó de 16 de M&yo de 18(>5, por el cual se declaíaron 
nulos los actos de la revisíoú. ' i , 

y na vez restablecido el gobierno n^(uqnal¿ s^' #ocop¿ra- 
ron muchos negocios inicias, y otro^ t^únadps en }a* 
oficinas de revisión; entonces sé Jiizp íf> quq pr% lógico Uftr 
cer, y estaba indicado poí; la^leyep ^pedid^jaa tovQ^por 
insubsistente cuanto perjudicatau á la nación ó paus^b^ i¿- 
>»riav iLsu dignidad, y se tuvojppr v¿Ji4o cu^pt¿ ía^fi^ror^i 
cía. ' ' * : l •/ ! •. m. * .'*' 

Por tanto Imopemoioim celebradas :eon al katpwio so- 
bre d^wtnQrti^cion, se Utviwan por mía», jr f»r vMid» 
to<to$io0¿2a^ MbAí^' 

vp^^Ia existencia deMcapitóloé'Wdavíft hó íde«a«Bfortiza4 
4,68* j¡ ... r i' 1 -, «-" .-.5 'jo'} fc'>/':í *;- 

Y esto fué muy- lógico^ pwe^pirocediéDd^e^tteJeSrtatoa^ 
ñera, «e consiguió defender el decoro 4e México, ft¿ rilefcós- 
caba* np. riques», ó infligir la ¡ptena merec'ida, á todbfc aque- 
llos que hubieren menospreciado tap aiAoiteétd^n^y 1 ^^ 
nazasdei gobierne» Je^tháxx Aaí; pm§, el -qiíe hübíe^ 
redimido un capital vinculado, en tiempo del ittípetíó, »pef^ 
diasu dinero, en virtud de ser nulo aquel contrato ceteWé-, 
do con las autoridades inváscfWte; y etique», n^feabieüdó- 
llegado á hacer la redención?, dejaba en <W oficinas imp^ 
ríales, notioias sobre adeudo» de capitales impuestos que 
reconocía, quedaba convicto de ser deudor de la nación, por 
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por válidas. p ¿. «. .» / ; t 

El gtte tuvo e^in^nto-de hémV; um^fknqiw .wM*. el 
iipjeri^y.puao de anjearte loa uied¿op £ j>araí)te¥*rla¿ í -&?. 
^sj^m^^^iy^w. la Repútyiea, y ea ^pnvtft&ende- 

noj^róp^ debe #r£miar -«¿dfllin- 

cykhip) • , } Se le j^jepaiari^ e¿ se le pernátieae.nb pj&gafc Ef* 
l<^co,/jpu§ft .ex^irlf ) Ja^itn?eig , a4e) #apitai qu? oopfosKÍ, de* 
^fat^ Vfó ^^íUevfr & lenidad basto n^castigarik* 

^píáfía absjfrdQ.q.ue.Jaínacioií resultaba penada; alteran- 
do jflfj fpí; mísnjia f . uplas Jas ^fesioppaibechasipGi! 1<* tota*. 
Sffig^P w !M?& r^ier^nt^hiá Adeudas fáv^rable^ \i #Ha; 
!Pwi9«y> t? ^ ^ Yque&o €^«tseipr^íBfe4,;tefttQ>p0r : 
las reflexiones que sugiere 4 #s$ple buen agntído,- cotpb, 
Pfif ^ r Wpp 4f¡4M^bre ja materia, al restableQwie&tfride 
rj^aj^^a^9¿ i^gí^mas, ■ ; El desrafco de 12 de A#oett<í cfo 
Í^^ j WWjW-¿V?^ alJue3 ; dQ ten .encasa importancia, Mr 
¿g¿ ¿b pbs^nt?, suficiente Itu? fcobre ej particular; y sobfe. 
el ^eji^do genuino de la declaratoria da nulidad de loa ac^ 
tQf^dfil iwp^rxpj . J^se decreto dice ¡así; ' » art, 1, ° . Coi* el i 
i^í^]bjr^jd§ M^dm^istracion de bienes tiacionalwftdos, m se 
^t£bíe#$ una -pfipana especial) la qual teudrá, mientras dur 
re^^ catéter cíe sección 7; * del ministerio de hacienda, 
j^ct, ^^jt^,atri|)u^ esta ofidna serán las siguien • 

t^J/^jf J Jfawsqr ¿jos. espedientes 4e la Harpada m Ad«4inia- . 
tr^iou^;b|enies nacipnalissados 1 » pajia apBave^har ^qdos 

LOp DATOS PE §ü AaqmvOB^ y^VOR DEL íSBf^IO NAOIONAI^Í'í!: ' 

^.l^ejla^pakbfas textuales del de^fetp : qufca«abo >de,citaf, 
^jQpe ¿jlarame^te,, qvje esa píjcába criada pon^al^ ha 1 



„ ^mo v^lidps, j?üfis de<lo-naloM|iadiepiiádeiE(pro^ 

v^fowjfc ^p^j&l, erario dpbia^^c^r plrave<3lío<4e; eáos atr 



chivo*, el* i no dtídárto, ^pflttj^é st^ córrótatltáas feo téáfan 
por fehacientes en cuanto aprovechaba al erario. ' , , J 

Aquí 8e percibe distintamente la intención de las leyes 
que declararon nulfc>s los actos del imperio; f pués resalta h 
intención de que no se perjudique el e"rárió, siüo qué fcálg^ 
favorecido/ aun dando validez á ( jes dato& suministrados por 
el enétáígfr Y* sé' ve que por éste' decreto no haü T que- 
dado drogados los anteriores, qué decfortáron iháubsiéüró- 
teslos actos y contratos imperiales,, supuesto que Üols 'ífá-j 
tos de las oficina no son actos iii conttatba, áo'pndiónJo, 
por tal motivo, extenderse á ellos, no digo r ya éf éspfrüjüV 
pero rii la letra misma de la ley. ¿?or consiguiente, ét de,- 
crefó de 12 de Agosto, que manduque se aprovefcharkní é¿' 
fdtfot del erario los datos de las oficinas d¿l impéfió, "éi$ftí^ 
pletó más bien que derogó, las leyes anteriores, ^^í&bea 
ela*ó la vwdadéía intención del legislado?, ,y ■ ,i,{ ' íú 

El decreto de 19 de AgoM» de 1867 pone tambieti ten! 
evidencia la verdad de mis asertos. Hablando de laj$é~ 
nu&cia de los bienes que aun no estaban deÉatnortffzadi>s, 
dijóí *Art. 2.^ : Para él efecto de que el dénuifeS5ab*é r 
tenga detfedho k percibir alguna patte del importe. 4e loiar 1 
bienes denunciados, se necesita que la denuncia sea de fin- ; 
cas Ó capitales ocultos, entendiéndose por ta:tes, solam^ütb* 
aquellos de que no se tenga noticia en ninguna oficina $' 
juzgado, incmsos tos llamados Juzgados, ü oji<nñ<& infér* 
venáonista*" Después de esto fcpuede sortenersé cjtó 
esos 1 datos hayan sido nulos? Lo taulo no existe^ ni pro-' 
duce ningún efecto; pero si los datos de las oficinas <?el 
imperio se equiparan con los de las oficinas tepublícjBt- 
nas, y éstos son válidos, * claró es que aquellos tómtren 
lo son, y que así quiere la ley que lo seaft. Aqbi se htí 
ve representar un papel muy trascendental, cual es él de 
impedir que los denunciantes, á poca costa), ádqüirieseií cfe^ 
redios, valiéndose dé ellos. Si les quitan á los MeneS iiá-^ 
cionalizados el carácter de ocultos, producen efeéto, y 'Jtf; 
privara de* dwechos á los denunciantes, producen también 
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^feótd: lútí¿ó no sofa nulos. Y como de ellos dbbia apro- 
vecharse lá oficina administradora de esos bienes, criada 
por el decreto de fecha 12 del míómo mes, en favor del 
erario, ya se ve como tienen validez para todo cuanto sea 
favorecerlo. / ♦ 

Apliquemos este razonamiento al caso presente. San- 
•doval hizo una manifestación al imperio, declarando deber 
á la nacjon siete mil quinientos pesos de una capellanía, y 
réditos' desde el año de 57, y esta manifestación quedó en- 
tre los (fetos de Jas oficinas del imperio; luego, conforme 
al art. 2.° ¿M decreto de 19 de Abril de 1867, este capi- 
tal no es oculto, ni denunciable, y conforme al expedido 
el 12 del propio Agosto, la mamfestaciojí de Sdndoval de- 
be aprovecharse en favor del erario nacional. Ahora bien, 
¿ae qué modo 4e puede aprovechar, si es nula? De ningu- 
no; luego no es nula, supuesto que debe aprovecharse. No 
siendo nula, y debiendo aprovecharse, el medio de apro- 
vecharla no puede ser otro sino cobrar el capital con sus 
réditos: esto es lo que está haciendo la nación, por medio 
de sti subrogatorio, el Gral. D. Ángel Martínez. 

Diré, por iiléimo, que la conducta misma del gabierno 
general, indica $ue esos datos sobre existencia de bienes 
nacionalizado* oallados en los archivos del imperio, son 
válidos, en lo que favorece á la nación, supuesto que se 
aprovecha de ellos para cobrar los capitales. La subroga- 
ción de este crédito en favor de mi poderdante, es una 
prueba patenta Ahora bien, la práctica del gobierno, en- 
cargado de la ejecución . y recta interpretación délas le- 
yes, es un ^argumento de gran peso para demostrar el ver- 
dadero sentido de ellas. 

Queda, pues) sólidamente establecido, que la manifesta- 
ción de Sándoval al imperio, es un documentó válido,, pú- 
blico y solemne, de los que tienen ejecución aparejada, y 
del cual se ha podido servir el ejecutivo para lo que favo- 
rece fc.1 erario; y esto se deduee,, del espíritu de la legisla- 
ción nacional en tiempo de la íucha con la intervención, 
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de la ra#piv natura^ de lo d^puc$to t pqr los d/^r#fc>s cita- 
dog' y de aquel eterno principio de justicia que dice, que 
waa<V c¿é!&e .sacar provecho clesu pvqpra culpa, .. . s 

14. ° 



La Sra. Torres de A réchiga, por medio de su apodera^ 
do, se presentó si principios del pasado año, h, la Jefatura 
de hacienda del Estado, ratificando la manifestación de 
Sandoval, y pidiendo plazo para demostrarla redención de 
la capellanía. "Este señor — dijo refiriéndose h Sandoval 
-jamas rehusó hacer las redenciones, ni dio nunca lugar 
á trámites algunos, y una prueba de ello es, la manifesta- 
ción hecha por él mismo, la que ha servido de base para el 
cobro/' Ha reconocido, pues, la Sra. Torres, esa mani- 
festación hecha por Sandoval, y como esto ha sido practi- 
cado en Febrero del pasado año, en pleno régimen cons- 
titucionaly nacional, es forzoso que surta sus efectos, jpties 
ahora ya no cabe el subterfugio de que la manifestación 
sea nula. El apoderado de la Sra. Torres, en él escrito á 
que aludo, dijo lo siguiente: "Los siete mil quinientos pe- 
sos de que habla la declaración & que me refiero en este 
escrito, cíehen estar redimidos por el Sr. Sandoval en Mé- 
xico, por conducta del Sr. Lie. D. Juan N. Vertifc, que era 
su apoderado, y aun le remitió bonos ¿instrucciones con 
este olrjetq.'\ Queda, pues, confesada la existencia de la 
deuda; no la niega la Sra. Torres/ antes la confirma, cuan- 
do dice que debe haber sido pagada y que se remitieron al 
Lie. Vertiz, bonos é instrucciones con esté objetó." Esta 
confesión, conformé íyúna regla elemental de jurispruden- 
cia, debe admitirse en lo que perjudica á la confesante, no 
en lo que Ia J , favorece. Por tahto, no se puede dudar de 
la existencia de la deuda. Por lo que hace al pago, en 
primer lugar, la misma Sr^. Torres no está íntiy segura de 



que sjá ttaVa ííéchfe,^ etí^égúhidcí lugar,' lá ! 8íH. Torres nó 
ha demostrado haberse hecíió. '• ■ ' ' / '' 

Debe, por bónsiguieílte, la r parte contraria, el capitalde- 
mandado, según (rónstá en ^l'documehto público y solem- 
ne expedido por' la oficina jaé hacienda respectiva, ante la 
cual hizo ella ésta manifestación. Corroborando la de San - 
doval. , ' * ' : : 

Y aunque el jfrez opina que esta predosa confesión no 
implica el reconocimiento dé que se adeuda ése crédito, es- 
to lio puede tomarse sino como un& opinión singular, pues 
en nada se apoy^. Pues por lo que hace á las razones ex- 
puestas en el considerando duodécimo pobre ' el llamado 
error de derecho de Sandoval, yá he detflbstrado que no 
hay tal error, supuesto que el importe de la capellanía, es 
una p^rte del mismo precio de % nacienda de Beteü, que 
quedó reconociendo SatidbVkl, por lío haberla cubierto al 
adquirir la finca. * ' ' \ ' 

La ^¿a.: Torres de A ! rfebliiga ha declarada, p\M+ en un 
documento publico y solemne, jíjüe adeuda tíl capital recla- 
mado. ' ' ' ' '" '^ "• : l 
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°íbks üápellaíiías de sangre enttiaroü también en el náíne- 
r*ó de tormenes desarntetisaldos, contra lo que opina eljueí," 
ett el décimo quiííto cdüsidferando de la sentencia. 

lüKéformá tío tuve por ■ Objeto-tínico debilitar ai clero;- se 
pj^é^ád^tübien* estabtóoer uñ nuevo áMégío^eonóniico en 
la^déiedád. 11 Por esto eícabó con todo género de vincula- 
ciofrSs," ¿ues éfeyft que ellas erah ^ntrarias á k>s interese» 
c^tn^rtSlttéer^ áUiócrempeoto de la riquesaí púbtiba. 

'Dfcsd& ekttflé de £3 serbia decretado te dtóiieton úe 
estas vinculaciones; pero aun se mantenían en pié alguniaa 
cotttrá^ derecho» r Apena* expédMá 1* feqrédbfe; naciona- 
lización ^e bienes, aírrgió laTdud$ntespe<^/de stflaa oape-^ 
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tfanías de sangre estaban también comprendidas en es* 
disposición reformadora, y las resoluciones que recayeron 
á las preguntas hechas sobre el particular, fueron en el sen- 
tido de que sí lo estaban. Aduzcamos algunas pruebas so 
bre esto. La resolución de 4 de Agosto de 1859, dice así: 
"Ministerio de Justicia k. &. Exuxx señor. — Hoy digo 
al Exnio. señor gobernador del Estado de Oaxaca, lo que 
copio. — Exmo. señor. — He dado cuenta al Exmo. Sr. Pre- 
sidente interino constitucional, del oficio de ese gobierno- 
lecha 25 de Julio último, en que consulta si están compren - 
didq* en la nacioiwlizacion de bienes eclesiásticos las cape- 
llanías de sangre, los edificios que ocupan los colegios que 
han dependido del clero &., y su S. EL se ha servido acor- 
dar qfirmativamente. v 

La circular de 12 de Agosto del mismo año, dice: "Mi- 
nisterio de hacienda y crédito público. — Circular. — V. E.. 
habrá visto por la circular del ministerio de Justicia, pro- 
vocada por una consulta que hizo el gobierno de Oaxaca,. 
que las capellanías llamadas de sangre son también ocupa- 
das por el gobierno civil... Respecto de las capellanías lai- 
cas ó de sangre, se declara que los que se crean sus dueños, 
pueden presentarse ante el gobierno a hacer valer sus tí- 
tulos, y la desvinculacion se verificará en estas capellanías^ 
eoii arreglo al decreto de las cortes españolas dado en 2T 
de Setiembre de 1820, que se declara vigente en todo. 
Desde la publicación de esta circular, los capellanes, seac 
cual fuere su titulo, tendrán obligación de presentarlo en lps 
tres meses de la fecha de ella» anta las oficinas de l^cjen- 
da.... Los capellanes que ep desprecio de esta disposición, 
continúen percibiendo los /editor de sus capellanías, no #>'- 
loperdm^ák el derecho 4>e*to¿, uno que devolverán los. rédi- 
tos percibidos.— Los cefraatarjo* que paguen los réditos d? 
estas capellanías... volverán 4 pagar Jos réditos así: satis- 
fechos." 

La cita anterior, demuestra que, bajo el nombre de ca- 
pellanías de sangre, comprendió el legislador las laic^. 



para, .evitar sutilezas, hace exté*tt#a 1* ley á 4ó4o&íb6 ca- 
pellanes, sea cual fuere mtít\th\ y que declara vigente pa- 
ra ellas, la ley del aíto de 20 de las Cortea españolas. 

La opinión, pues, <iel juez, que ha resuelto que las cape 
llamas laicas no fueron coínprendida^en la desamortizácid* 
de bienes, es una verdadera originalidad, toda vez qué o I 
mismo gobierno autor de la ley de nacionalización, declaró 
que ellas también quedaban comprendida** en la reforma. 
Y cuenta que en ese tiempo el gobierno obraba discrecio- 
nalmente, siendo también legislador, y que la mayor parte 
de las disposiciones relativas i desamortización, está forma- 
da de resoluciones y circulares! constituyendo un cuerpo 
espqcjal de legislación. 

Contra hechos í^o valen las palabras. El juez dice que 
las capellanías de sangre no fueron comprendidas en la ley 
de nacionalización; pero el mismo presidente Juárez, autor 
de esa ley, resolvió que sí, cuando el gobernador de Oaxa- 
ca lo interrogo sobre esto, Dicha interpretación auténticav 
y §fl9,*&P W& 8 9* 1 W concepto, que ty del señQr¿ues$de '%: 
ppWw- . .. " ; .\ : •-•¿., : 'b- . ,7V.,.\ " " *''-*,[ 

Mi) !«fc ,.-!.■ ■• /<.- ... 

A renglón seguido, contiene la sentencia no wnsiderw 
•lo que «h«i por tf erra jel que aojrijfeo,«Í6 analizar, ,pút*$ico- 
mipnra* diciendo, que la ley- de & de Febrero ¿deil$M,> hace 
meácio&Mé la* capellanías de sanare; Júégo Ékajron ellas 
comprendidas en la nacionalización. £1 s^ñar juea, se ha 
ffefrotadoraola en éstaprunto. > .: >' : 

{ Gühik$jgme y ito?ótetátite, el autor (Je la seirté&ekH al ha- 
bUrtobté éiíta ley-f-dbnde hay un titilo eíitem^Aéfi^ífcdo 
k fáfci ¿apellánta&r, 1 el cual se ócupir en prrtiier Itigar éejm tie 
sáit^e^dicititídú que esa le j' ¿e contrae ápreseribiíqtié el 
capelhm que no llaga la redracídn^ pierda su derecho, pa 
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la extiende á ptras persogas. , \. f ; f ' 

S upwgamQs, pwes, el casa de* <qwB existiera wa capejú^ 
laica, re^peetp de U cu^l, ni ;lq* c^gettanQs ju el een8¿t^r|9 
hujbjesen hechp-uso <^ d^ec^o de desyinculácion con .ar- 
regla la ley. ,* ¿Quá^ceaería^- Probablemente, se im^7 
gina el juez, que ei^ ^1 caso debería quedar burlada la JR$- 
fori¿4, y continuaría en pfé la vinculación. J Pefo mtícttó 

Íep;a ^i'tal cree, pues las leyes'son en alto grado* Tes^eiá- 
les* y además, el Bien público se sobrepone i lá resistéá^ 
cía ; de { lop particulares. , , 

I»íí> } Sjé si el juez creerá que, cuando Ta redención £6 ¿jé b^ 
he^hp ni por el capellán ni por ; él censatario, esté ááqínetíé 
la propiedad del capital ipsdfácio; tal ve2 íó crea a#L J fin 
tal caso me asombraría más y piáa, al ver que sus opinio- 
nes no se fundan en la ley, ¿ittó en & r cü$ñtfik>. ; ^ ^°^ 

En mi concepto, una vez tirdséuinídó : él'$Áfy i jl&i£'lñfy 
cerW lá redención, para éste eh perjuicio' de óáWláftés f 
censatarios, los cuales perdieron todo í derecho. 1 Libs:eap# 
Hanes tuvieron el plazo de dos meses ; para hacer la deévih- 
cuíación; ^trascurrido esté plazo— sóti las paíab¥aS4réx$tfá^ 
les del art. 57 de la ley de 5 de Febrero — sin que ocúWisí él 
capellán á aprovecharse <bl bgyicio que se le otorga, pen- 
derá su derecho, subrogánd<d%9m&u lugar el censatario, á 
quien se adnitirála redención Q3*lo mismo qüb para CUAL- 
QUIER OTRO' CAPITAL QUE RáXXHiOZUA. *^gfy _ ; ; : /.. 

* Es inconcuso, pues, <f«e el Benfaatarío pudaiq«redarae(i;ak 
el capital de la capellahía; peróeséó Mediante redención ¡que 
hubiese hecho. Y ¿cómo tenia q*ie jfaaceijse este? Lanmmáí 
que pw'ci cualquier otva^ cmpitalujae se reconociera. Jftoo 
consiguiente, el censatario al subrogarse en lugar ddb capar 
llaa, jte|)i^ %iw A apretarse; 4 las regla&woo^s? á^ii^ficipn, 
s^gun lo expresa ¡el artículo citado; w, qu^cbt^ Upjw 4^ fah 
da regla 4 que ^justar el. ejercicio de est^derefihq^, . Áb$P% 
He®*, la rpdeiwipB tiqfye $u fonga y plazp$ fijos, y cuandp 
a ellos s$ f^lta, s$ piefd$ el derepho en fafvor, 4e la na^ipp*, 
Quedamos, pi*es, en qu^e el derecho de redimir la cape- 
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llánía, há p&éááó af^nsátáriój ^i^óífealferíb^cJ^'iBs^ T á¿ 
éVU¿ (japéltóftes; püés bien; adtiiifcifeináo e^,^l*l*jn<*i 4 
I&s leyes* óémuües de nacionalissácidti: 5 'íítí éfi&fccí,' él artí- 
culo 1 01 de fe ley dé 5 de Febrero dé 188ÍLytátaída por el 
jüi^z, <jlice así: "En ¿aat^riA tfte desámortiaíteídn' p <t&&&n+ 
cíótf/quedán eolkrrí^W ffigéités, la Téjrde 25 de .ítüriode 
í$5tf ,.. /fcw %es ée 12 y 18" de tftilióée 18591 Ú n Cófcio él 
tiéñtir ípágistrado tóbe, estás* te^tpié ' tí £éd lía^aáéateíon, 
sdtf bíécisamente las de ñáéiotiáKfeacftfttí d^ bi^es/á -ka 
<ft¿^ ^é^V jüefc de jftifc&etá ínfetíittcia.^tte no 'febt&mjetá 
f^;Í%detitHbfi ( dé lías t&pellátííáa tóíc8» ? Yft vtemos^btno otea 
feóéfc expréstf lá tóismá ley ett que él Kpoyá &k «étt$iédi«i#d. 
eí>í Aáátóitir el ekttkftJ ra^íniodelj^ 
te ipundo qfcijétofoéto dueño* ¿él 1 (fc^t^ 
^, J st^üróTO que *ó 6éWft l dé l^feapÉknéS, pbt rio ilaftíérlo 
déíVihcüládb, éi del censatario, por rt^ Hftbetlo ^diffiido. 
18h W*ás<> f fttf'siéíidbdé nadie, ¿ei^ deMítiaje dfeffa$¡fe*e^ 

fttrttfo'aé itórtiSá; fiÜ^s él Estado es el dtoefid dé flos blmm 
mostrencos, y mucip más lo seria, en tratándose dé este 
j^h&iytfé^iéáéi Y&éfonüHmdósf -Y siendo él Botada ííue- 
*o de é¿te;capítal, no f tókftte duda en que ha pedido 'cederlo 
%a ^¿vM ; Mttinéz, y^ií que lá Si*. Torn&é&k obligada 
apagarlo. ••"» " ^ i.«i» 

MfB^o&oftictaijtag ae i«octiends, á varios consi^r^do^.y 
dbriro|»io&YÍK)el>iiá£ái|iü sdtirdo,< del «Ual Kíoy ah&rft ^ Q<*P> 
parme. Expresa en él aquel funcionario, que fia ^fifíoacioq 
de que las capellanías laicas ó de sangre no entraron en la 
desamortización, se corrafasn^MTlo resuelto por el gobier- 
no general en 29 de SetiembfWW" 1867. 

Sucedió entonces, según dice el considerando, que un 

<pefím&* faniltfSib'ipi* D.^* MWrtó Antc^ik.ítopiBro de 



lterrew>s vi jMjíie f^fie^pfefdft *m denuncia, <U^do#a pp* ;*> 
ío« ? rqw'l*8 igyes de ftaforma^ ban expedido para pro T 
cww la dewmor^^acipn de los bienes poseídos ppr tys cor- 
f)onac|onea! civiles ó ecleaiáaticfa^ ¡pero no para hacer 4nno- 
vaotone* w lm.vinc%dcwÍQn& ¿fe tyaMwV* de los p&rticuia* 
vtei impeetoúe los cua^s se h¡m juf^&do vigentes Us le- 
yes íde 27 dg Setie^br^ d^l^Q y de ? de AgostQdé }jE&3|. 
. . La* ,te¡yeg{ 4$ Refoopma, 4^P1Wto>J nuiwa U je^luáo^ 
citada, ^ffijeroft ppp <WtfítP* m^hho^er ifiww^fm^ 

tejcmrelk**.,, Las jtey«*d« JJÍSP T Í823 ^^defili^^ 
yjjgp&tob pasa Ja des^ippulacw^; 1^$ #QÍ9a • ae b£¡ reg$9 
y rige fM.<li!a leyw d$ Befara/; ^#rijneca porr^pc^de 
& k*4af*U&0ei»; ¡y U ¡segnpdfv ¿ í$i* ceasatafips., , ; ,.,,,, t 
<>! ^pfrohablq qu^Meer^la ^ajunca* de M^íji^j^ ^ 
p*Uanh*bia yá¡prp^i(¡ta4 la deetyi^wlaaiqft bipn;dejf4^ 
«w^bieft de lftiSígsii)4a,íniiiRd ítel capifcaj, cop arregla ¿ jjgp 
%4Wttcitad^¿ T en tal e^, p^ft barjt^,rft?píi ;se,u«g4^l flsnajfr 
**Mite lo qufr pedia;, pae^^qjíft ljabiaque r¿?spflfcf cfctefJwf 

¡¿Tero*: 3#ji ^nap^uere/ la ré^plu<?ioftQ^(i%^p ( pi^f d$ tep£* 
cfcríloter ipflgURp.de gqn^raUdafk SW 1 ^^' <&* ?e refi$fe tl # 
uin caso aislado; cu ¡tájate que la, legislación de R^fpJNfM*, $j 
clara y terminante sobre este punto. .,-.,. 

Extraño me parece al mismo tiempo, que e! juez que 
juzga ineficaz la circulábale itafe Marzo de 1863, por creer 
que se opone á la ley 9 de nJb» de 1862, sea el mismo 
que apoye su décimo sétimo considerando, en una resolu- 
ción afetotfe, que fwgna abú*rtari*eftte, a*í cún la eocplf fcita 
circular 1 de 12 deAgAsfco de 185dj»coihd cotila ley <fef5 
ffe Pétriferorde 18M. <* ■ <•. 'l >-jw-i 

- Í !' * :-;un*^- j-.i ._."-•; , , ,, - í .: : ' ; ' ,¿ . ' }V , ' 

7 u 3f«p t obr,*fn /\<- :«_>> h o.>;í) nr- •' ■- n\ • p •'•::•'-■: -' 
Ton eompitíndütóf fn k Jfey *e /fia^naiütetianj «fcWJJ J# 



^,ptic4^l '^jwnqi^gi^fapí, 4M»tí*r ¿a ,1* ley fc 124$ ¿ulio 
^e .^^58,^ n(illWíSÍrwl%tP%(^^4M*:y' <*qgW Ift expropia l^y 

t*gn$ )<^*4tyfft»?¡fl ^K*pw*^P»i»k*a*> .pnmM^4^ 
4e«rfiío,S3fr flato atáigtf* kigiaifkturfeíiel E#ta4(0».si W fjiA- 
j^Mrq^e lft ty.gfpqntf ,qf^hrigp. la materia, ( fcaqe. poiosp 

jaftept^p^íws^ la c*e&ií>ft< . : .- . ¡ .. . 

-.; ft^e^rief^ftlalec^Ktpnea, que la q»<HQnaliaacioíi. afearen 
1*3 e*i#Uao*a|a, laicuf ; p ,de aa¡Bgre,.y >qu*tte qfta.a^u^a l» 
SrajjT^Br^^^apkaF^e^ de SanOo^t portpfl^fe; á la 
s&tiim.-Wr.^ lM»hef-.íWp dfisvi»Qjaiasla,p9r el ¡caftán ni 
xftíí^j^a par ei.ceasfttaria. .Cqn^&Jw^BwMwtfjup- 
ijj&p& l isl4w&hf> con qpe ha ,e»|bab|a<ÍQ eM^dwaníja, e¿ 
3r.;tol. ft o ¡A^i:,MartÍ0fi* í wb*ogatan^¡ c^l, (gobierno 

ie.° '■-•■■■•■■ ■ 

He demostrado superabundanfcemetífe,; la exiaroilídáfl 

del capital demandado, analizando una por r una/todks'las 
argumentaciones que cantiene la sentencia de primera Itis- 
tancia» Ahora me resta sólo decir ¿lgünai palabras respec- 
to de loa réditos devengados. -••■•*. .*!.>•».,. 

den c^^^riérfií^^u^ílc^sw 4©i einpo por, <^flto, fiQ^- 
W6.<wq$pto y^ii^jC&H* te ?- 5 te .Ajhfff» 4ft.H 8"^ al 
Cfi^^^> r (^pril§^ fX ^ , RS^q estipularse a^, ftue la 
IMofiMMmBf^ t9piéij4ose é j^YjUt* 

el títal^^'lw^D^MÁ »! ^* £%una lui^bfe el^jr^ul^ 
lo que dicen los edictos publicados en solicitud <te postores 
p*r& ^rre^ate de&lfrwitufo Ite JB^eo, ea, los qual^ se 
fij*b^ 4 capital ^e d$bw« reconocerse, el interés de un f in- 

< Xp ^,só q^^ijto pftg^ar.gaftdjovaí ha*ta t eUfto : <k 

<$fa l P,qw n4-«n»-/vif) te*te #l#» te. 59, ^^ /w,^ » 
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estiJctttJifel, supuesto ql*é*aó'!ft ctaMbeBlé éPdÉpélí&n. Bes- 
de ehtímeés fué SáüdóvaMetidor dé i^tihcidu, y desde a- 
qúéHá* >époc& desatan las estipulaciones d# ía fundación, ptít 
faárber cambiado el- dueño, 'y hábérefe Mégftdé et caátí desha- 
cer entrega del capital. SI reglamento de las Jefaturas 
de hacienda, de 15 de Julio 'de- 187*1, érdena que la liqítfi 
dación de los réditos de capitales nacionalizados, se hagaffk 
írazon de ijn seis por ciento anual; este reglamento es deitiáí 
siádp benigno, y no se puede estimftrsírio como una gtácia 
hecha á los deudores; en un tiempo en que el tipo más ba* 
fó del interés corriente, es de un doce por ciento anual. 

El arfc. 1090 de lá ley de procedimientos éívilete, tágétf. 
te en él 'Estada, condena á los deudores de cantidades ft- 
quidas,*! pago-de un inferes de uno por ciento m¿tfstial, 
por vVánde perjuicio por lfe falta de cumpliüiiefito de la <& 
bligacion. Esto pone de manifiesto, la lenidad con que 
procede el gobierno al líqüid^e Bon sus deudores, 

Así es que, aun suponiendo qué Sandoval hubiese tenido 
la obliga* ion de pagar solo el cinco por ciento como renta de 
la capellanía, esto se entendería ftnicain^hte hasta Julio de 
fjf), época ei) que el capital se hi?o de ía nación; y, rio ha- 
biendo £&te sido pagado, queda sujeto altipodel jmteréses- 
tablecido por la autoridad comitente, qué es él menor de 
los que corren en el n^erca^o nacional. Ya quisieran todos 
los tfeüd^s, q[ué sus á<réédttr« les cobráfcéfl tMftos¡á ! 4tp 
tipo, s¿fbre' él Impoííe de ?ásof)Bgácione¿ iiopagád^. í: • ? 
'; Es JriapóisMfe qke él' señor tóagistradfcr^tio encuentre^ &-' 
qutMiVpr^aFitíteré^; ni '$6dríá : 'apocarse en ^azóri itíngu- 
ñtftía^á disminuirlo; supuesto que el capital detnaritófettlóéé 
exTgfblé r iJesde él l T8^9, en que pertenece álá'riaéion. ' 
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'* H& fafimtíado él análisis dé hi sentencia Me W 6ék+ 
pádo míi^ ^difusamente dé ella j»at*a ; pofter en dslíb^^teÁn 
desacertada es en todo, desde el conjunto hasta éri teüB'tóé* 
noré^dét1aHé^. >J Jai ¿trefe dypritóéra^nkáfoéfe puede 'tener 
e\ lé^tltiio J cíí^lló¿ dé l hó*fabfer sido átfoadótii fetiiún sólo 
yétí^on der j lps kubéfoiós ^e contiene su 'falté. 5 j Pó**ft$ 
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itf> Q^HBtiaate^ftbíWíí excuB^g^ittafrte del tfahajojípor- 
que el título de oapqllan que presenta en la segunda ins- 
tancia, echa por tiqyra par $> mistaos-diez de loa laborioso* 
considerandos dp la sentencia^ Pero no quise hacerla ésí 
para deu>03trAr o uán, grande y palmaria, es 1* justicia de 
mi parte, que aun sin ^ iaterveacion del documento á^ua 
aj&pp, debiera obtener. seateateia favorable. He, querido 
q^p qí señor magislrade» sea: cual fxk&fa#l pajatode lóate 
eu qv*e »a coloque, <te«g4 que resolver ; íor^oaam^te Bian^ 
diw^do c¿ pftgo ^jeeutivo 4e la oa&titá^ d^ifcaadada. 

IVwya ye, 4 smw ij^isteado* <$mo wn»ei*a qpe hay 
ufl£ q^peilanía $&#u&& ^,quiniea^.pa*QS, fdbdada ao* 
bfle Ip haoi^da 4# Jfel$B¿ y ya ve tan&feieb cóiB&esta <»* 
p^lanía es jK^i&tiga, nagua cOngta por los térnaiaos mis' 
mos ei^ n\ié se h%yftj#pa$ebido el título, Las leytes qué hb 
cita^fc aanj^ian la cuwtioa* aun cuando la- capel laniafAi^ 
se laica; ¿qué diremos cuandp acrece qu^.jO* eclemiSakieal 
Oigamos 10 que ella dice: ^ 

"Un seilo coa las ariftat nacioimlea— >$elk> teifcew. — 
Dos realesir— Para los años de jjttl ochocientos cuarenta y 
mil ochocieatop (¿gareftta y uao*— Ños el X)oetor D. I>ie* 
gp^qmda por la grada de Dios y de "la Saate'Sfcde; A*** 
pflstótóca, Obispo jie esta Dicfcesis. — P*r cuan topera use-. 
Rancia del Presbítero I>, Viséate Guítiefrrea de .San Juan, 
vacó la Capellanía que coa principal de ocho nsürSütocien- 
\g$ treipta y ua pesos, f$6¿*dó fundar .$1 .Presbítero IX B^r- 
nardino Antonip Xispe^d^los cuales . se : hallan i di prestos 
si$t$>Dftil qTainientoa- pesos sobi^ la Imci^iK^ nombrada Be- 
IfüPr, y SH& anei.as r sita eft la jurisdicción de Colima: dos-f 
ci^ntps sefc$#ta sobria hü tierras aonabradrts Zapotktnejo en 
l^qii^tna jurisdicciou, y novecientos s^t^ata sobre laf casa 
qH^ fi^^ljfoadp^r. Pof t*#fty ^IPtándó^slquéi al 
Presbítero í). José Fraacisco Pérez declaró Capéllaa 1 en 
Pífl^^^^fi^ci^wdoí BteM$fei<fc $1 ^¿{QiHsfM JXJo 
a$ fiypúqgo Sáa^^i ^v¿eor ; y : yim$m#wkrfd i dfr esta 
Diósesis, jpojr autp 4fr<ti«A!y<-4$i&4e May<ii4^^i|odw«ieo- 
tos £r^iata y : o¡cho # fífi que preseatá un rt enmonto.:. >■*. r- 
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"Per el tenor del pKNHmteqfcé lé expeditnoe para que Je 
sirva de título en forana de Capellán en propiedad, i eon- 
sMuencía del aikto proveído en trfcee del corriente, por el 
cual le dimos la colación y canónica institución del citado 
beneficio, poniéndole un bonete en fe c&bega en señal de 
posesión, después de haber hecho attte JíGb y puesto da t& 
dilh% la protestación de nuestra santa fé católica y jura- 
mento ateosfcnrnbradé sobre los Santos Evangelios. Y pai- 
ra que como tal Capellán puedfe tdgraT de loa flatos cót- 
respondientes á la fundación, conforme á ella ha de cum- 
plir c<m la)» cargas anexas, que consisten en decir una misa 
rasada todos los domingos del año*, con mas otra los detotó 
dias de fiesta del afto, en 1* éapüíá d* Nuestra SieftdiWdé 
Guadalupe, y si no la hubiese, en tfn Altar privilegiada 
de JSapotlan el grande, las cuáles se hatt de aplicar £or táa 
alirias del instifcuyente y <fe Sus padres, etetaride ademifc el 
Capellán obligado á residir en la referida Parroquia dé ¿a 
potlan. Y mandamos á los poseedores de las 'expresadas 
fincas, hayan y tengan al referido Presbítero D. losó Fran- 
cisco P¿ree por tal Capellán de citado ramo de ocho mil 
setecientos treinta y un pesos, y le acudan y hagan acudir 
con los réditos correspondientes desde el tiempo de eta nom- 
bramiento en lo de adelante, con lo que quedará obligado 
al cumplimiento de las cargas referidas, sobre lo que le 
eargamos la conciencia. • • • ' 

"Dado, en la ciudad de Guadañara á los trece dias del 
mead© Enero de mil ochocientos cuarenta años; firmado feé 
liada y registrado según estilo. Firmados. — Diegfrffbfor 
po de Guadalajara. r-Ih\ Juan JosiGasertu. — Al margen» 
un timbré pegado que en lo legible dice: Ckrád. Didá- 
c*s Aranda. Déi Providt— Una nota que dice; HRegií^ 
teafo al folio sesenta y nueve vuelta, libro primero dé gtí- 
terno.**.* " - ( ; •- ;i " ; : ' l{ 

El tíjboto á que acabo de dátr lectora) cteímié&itfa pMHá^ 
ment%que la naturaleaa dé lá capellanía cuyo capital sé 
demandares colativa, y de aquéllas que caen bajo la pres- 
cripción, rigorosa, de la ley de nacionalización, porque efe 
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~ari l. Q ^e ésta ley dice &*í: ** Entran &1 dominio de la 
nación, todos los bienes que el clero secular ó regular ha 
estado administrando con diversos títulos, sea cual fuere 
la clase de predios, derechos y acciones en que consistan, e\ 
nombre y, aplicación que hayan tenido. » Es inconcuso 
que esta capellanía era administrada por el clero; luego en- 
tró al dominio de la nación. 

Si se me negara que esta capellanía representaba un ca- 
pital administrado por el clero, (cosa que me sorprendería 
en extremo, y que tomaría como una argumentación de sa- 

¿bati&as), facilísimo me fuera demostrar la verdad, Por- 
que según se ha visto del título que acabo de leer, habién- 
dose seguido las diligencias respectivas en el Obispado de 
esta cilidád, el provisor* y vicario de la Diócesis pronunció 
a**to, declarando capellán propietario de la capellanía fun- 

: dada sobre la hacienda de, Belén, al Presbítero D. José 

.Francisco Pérez,' habiendo presentado testimonio desello 
él interesado. Consta . asimianlo, que el título le fué da- 

jéo por él obispo al beneficiado, sin faltar la colación y ca- 
nónica institución, y el juramento hecho por el agraciado,, 
sobre los Santos Evangelios. El obispo le impuso ademas,, 
♦condiciones para que pudiese goaar los frutos del beneficio, 

\ consistiendo ellas,, en decir cierto numero de misáis en de- 
tetíninados altares, de acuerdo con lo prevenido por el fun- 

i dador. Finalmente, el obispo ordenó á los censatarios, que 
hUbi^^n por capellán al Presbítero Pérez, y les mandó> 
qw le pagasen la renta del beneficio. 

Hacer averiguaciones sobre la persona á quien le corres- 
ponde un. beneficio, conferirlo, imponer condiciones, dar )a 
investidura oanónica y mandar que se paguen los emo] la- 
mentos ¿&o esi administrar un capital? Y siendo el obispo 
el administrador ¿se puede dudar de que tal capital haya 
sido administrado por el clero? 

Que estaí capellanía es eclesiástica ó colativa, consta asi- 
mismo del título exhibido, pues solo en las capellanías 
«dativas y en las gentilicias, que son tembien colativas, 

• ' ' '"' 7. . ' 
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sucede que la colación y canónica institución, el cuida- 
do de la conservación de sus fincas y del cumplimien- 
to de sus cargas, y el conocimiento de la legitimidad «del 
pretendiente, correspondan al ordinario diocesano, en cuyo 
territorio están fundadas (Febrero Mexicano, tomo 2.^ 
pags. 346 y 347). 

Cuanto pudiera decirse en contrario de lo anterior, no 
pasaría de sofisma que, por hábilmente presentado que fue- 
ra, no podria destruir la convicción que engendran estas 
razones evidentes» 

No me detendré por mas tiempo haciendo la demostra- 
ción de este punto, porque temería ofender el buen sentido 
del señor magistrado. 

Tengo, pues, derecho para decir, que el título de cape- 
llán presentado en esta segunda instancia, demuestra bas- 
ta la evidencia, que el capital reclamado es de los expresa 
é indudablemente comprendidos en la ley de nacionaliza- 
ción; de suerte que el gobierno ha podido traspasar sus de- 
rechos al Sr. Gral. Martines, al cual está obligada la Sra. 
Torres, á entregar el capital piadoso, y los réditos insolu- 
tos. 

El señor magistrado debe fijar su atención en lá impor- 
tantísima naturaleza de este documento. Expedido per el 
obispo en favor del capellán, es nada menos que un título 
de crédito y un documetito ejecutivo contra él censatario; 
presentado á éste, produjo el reconocimiento de los derechos 
del beneficiado, y la obligación de pagarle los réditos de la 
imposición. La nación; que se sóbrógó en lugar de los ca- 
pellanes que no hicieron uso de los detechos que les (rtrafi- 
rió la Reforma, adquirid la propiedad de esos documentos, 
que así comprueban la existencia de la vinculación, como 
llevan consigo ejecución aparejada contra los censatarios. 

Consta por su propia confesión, que SandoVftl reconoció 
este título y estuvo pagando la renta respectiva; su' here- 
dera, que ha recibido los bienes del censatario con sus car- 
gas, está obligada a reconocer ese título, con la nueva im- 
portancia que le dá la nacionalización. 
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Ha comprendido perfectamente la parte contraria, el in- 
menso valor de esta prueba, y, no pudiendo formarse ilu- 
sionas respee to da las consecuencias \ que puede dar lu- 
ga*, alega contra ella, diciendo, que so debe ser tomada eu 
consideración por el señor magistrado! porque viene á cam- 
inar, la acción entablada; y esto en razón de que desde el 
principio se dijo que la capellanía era laica, á lo cual no 
h» objeción la Sra. Torree, y en razón de que hoy se ha- 
lla ésta en condición desventajosa para defenderse, su pues* 
to que ha trascurrido el término de prueba, y que toda su 
defensa lalha tenido organizada para c(*n*bat¿r una deman- 
da&mdada eh la existencia dé una capellanía laica. 

Algo tenia q\*ts decir la contraria; no era posible que se 
hubiese reducido al silencio, ni que se hubiese rendido á 
discreción. Pero los argumentos por ella empleados, si 
bieo pueéen dar motivo paca celebrar la abundancia de re- 
cúreos que tietoe & su disposición el abogado contrario, son 
incapaces de haoer mella en el ánimo menos reflexivo é 
ilustrado, cuanto más en el del señor magistrado que nos 
oye* 

Examinemos brevemente esta objeción, y digo breve- 
mente, porque sólo el respetable nombre del Sr. Lie. Ala- 
torre, .mi sabio antagonista, puede revestirla de importan- 
cía y e rédito; siendo en el fondo na,da más que un sofisma 
con disfraz de razonamiento. 

En una acción deducida ante los tribunales, hay tres co- 
sas que examinar: su origen, su naturaleza y su forma; y 
nadé más. Si demuestro que en la del general Martínez 
no se ha hecho innovación ninguna desde la demanda has- 
ta hoy, ^ pesar de llamarse ahora capellanía eclesiástica á 
la* ejue antee se llamó laica, habré también demostrado, que 
no hay tal cambio de acción de parte del actor. 

Paae bien, el origen de la acción deducida es un tenso 
ooBeighatitfe, su naturalezas la de la acción mixta, su íor- 
ma es la ejecutiva. Cóosérvan^e estas tres circuastaáeias 
en la aécioh que se deduce; luego esta np ha sido cambiada, 
como la parte contraria jo afrrs&a» . - • ,, 
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t . ° Las capellanías dimanan de un contrato que ea de- 
recho se llama censo consigitativo, ptíes se constituyen por la 
entrega de un capital, que queda impuesto sobre tina pro- 
piedad raíz, con obligación por parte de quien la recibe, de 
pagar Cierta pensión; requisitos todos, que convienen al 
censo consignativo. Las acciona que producen son: per . 
parte del censatario, exigir la entrega del capital y retener- 
lo por todo el plazo estipulado; por paite del censualista/ 
exigir el pago de la pensión y la entrega del capital al es- 
pirar el plazo. 

De lo anterior aparece, que no se ha verileado cambín 
ninguno en la acción entablada por mi poderdante, pnósto 
que si damos á la capellanía el nombre de laica ó el de ecle- 
siástica, permanece siendo en el fondo un censo consígnate 
v °t y produciendo idénticos resultados jurídicos. 

I o La naturaleza de esta acción es mixta, pues el re- 
conocí miento de la deuda, hecho por Sandoval ante el impe- 
rio, obliga á él y á sus herederos personalmente; y es real, 
supuesto que el censo se establece sobre una cosa raiz, cuyo 
valor le fúrve de garantía. Como, á pesar de haberse pues- 
to en claro, que la capellanía cuyo impórtese pide no es 
laica, sino eclesiástica, continúan vigentes tanto la obliga- 
ción personal como el gravamen, en igual combinación jurí- 
dica que antes, resulta que la acción continua siendo mixta 
por su naturaleza, y que no ha cambiado hasta ahora desde 
el principio de la demanda. 

3. ° La forma que ha revestido la redamación es la 
ejecutiva, respecto de la cual no ha habido tampoco -m» dan- 
za. 

En nada, pues, ha sido modificada la aoeion con la pre- 
sentación de este título, y falta radicalmente la razónala 
parte contraria. v 

Tampoco es verdad que haya carecido de los medías ne- 
cesarios de defensa la Sra. Torres/ por haberse exhibido esta 
prueba en la segunda instancia/ He obrado con toda leal- 
tad en este negocio, tatito, que presenté á la Sala el titulo 
de capellán, el primer día de los que faeron coneedidogpa- 
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ra rendir la prueba. Desdo entonce» en adelante, pudo 
haber gestionado la contraria para destruirla. Si no lo hi- 
zo así, no fué ciertamente por falta) de tiempo, sino porque 
no halló qué objetar contra ese documento" irrefragable. 

A mayor abundamiento, me perspito advertir, que el úni- 
co recurso de que ha podido hacer uso la Sra. Torres con T 
tra este documento, ha sido el de redargüido . de falso; re- 
curso que no ha perdido su eficacia hasta ahora, y. del cual 
puede hacer uso la demandada en cualquier estado del jui- 
cio. Así, pues, no cabe duda en que dicha señora no ha 
sido despojada de ninguna prerogativa. 
1 La presentación de esta prueba por la parte actora, no 
constituye una nueva acción, sino que constituye la des- 
trucción de una excepción alegada. Exigióse á la Sra. Tor- 
res un capital con réditos, procedente de un censo, y ella se 
excepcioBÓ diciendo, que ese censo no era de los que habían 
caido en poder de la nación; probado que si lo es, se*des- 
truyeau defensa, y permanece ella obligada a pagar un cen- 
so, y ese misino censo, no cosa distinta. Ahora bien, el 
actor, en los juicios ejecutivos, tiene el derecho indisputa- 
ble de destruir las excepciones de la parte demandada, su- 
puesto que el término de prueba es común ü los litigantes. 

Por tanto, es evidente que el Gral. , Martínez, al rendir 
esta prueba, no ha hecho más que, destruir upa excepción 
de la contraria, para lo cual ha tenido expedito su derecho. 
Y esto, se&or magistrado, no se llataa cambiar una acción 
en ninguna lengua del mundo, sino robustecer la entabla 
da, Así, pues, se ha trasmitido á mi poderdante el dere- 
cho de percibir un capital puesto h, censo, y ese capital es 
lo único qu? se §¡gi*e reclao*at}do, por igual derecho. Si el 
gobierno se equivocó en, el nombre, destruida la equivoca- 
ción por la exhibición de esta preciosa prueba, aparecen 
claros, indisputables, así el derecho con que ha procedido el 
^cutivo al cedeí este crédito, como la obligación t en que 
se halla la deudora, de satisfacer su importe. 

Por lo qup respecta al gravamen que reportan los bienes 
da la viuda de Sandpval, sosa es que no pue<Je discutirse, 
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tanto porque, como lo declaró Sandoval mismo, está afecta 
;i esta vinculación la hacienda de Belén, como porque afcí 
lo expresa el título de capellán presentado. 

A esto hay que agregar que, siendo ejecutiva la escri- 
tura de subrogación en que ha fundado su reclamación mi 
poderdante, la ejecución tiene que trabarse en los bienes 
que designe el acreedor. Y hay que advertir pálmente, 
que el capital reclamado constituye uña deuda en favor de 
la nación, h la cual representa el Gral. Martínez corno *u 
xnbrogatario, y que el fisco tiene hipoteca legal, tácita, pri- 
vilegiada, sobre los bienes de sus deudores (leyes 23, 25 y 
X\, tít. 13, P. 5. * con la glosa de Gregorio López.) 

CONCLUSIÓN. 

(Jubeme, señor magistrado, la satisfacción de haberme 
ocupado de todos los argumentos de la contraria, grandes 
y pequeños, para no dejar hueco alguno en mi demostra- 
ción; y experimento á la vez el íntimo regocijo, de haber 
atacado de frente todos los raciocinios contrarios, sin ma- 
nifestar flaqueza, y demostrando su falsedad de un modo 
que me parece evidente. 

Queda sólidamente comprobado, que no ha prescrito la 
acción ejecutiva, que el título presentado es verdadero y vá- 
lido, y que hay personalidad por parte del actor, supuesto 
que obró con justificación y pleno derecho su causante. 
Con esto han quedado destruidas las excepciones alegadas 
por la parte contraria, y libre de todo obstáculo, el camino 
para la realización de la acción ejecutiva. 

Sinceramente celebro el esclarecimiento de los hechos, 
tanto porque así queda evidenciada la buena fé de mi po- 
derdante, como porque de este modo aparecen triunfantes 
el acierto y la rectitud del gobierno nacional, de cuyo de- 
coro debe sentirse celoso todo buen ciudadano. Porque 
grave seria la acusón ion que se haría pesar sobre el ejecu- 
tivo federal, si los tribunales declarasen que había dispues- 
to de un capital que no le perteneciera; ftiéra acusarlo de 
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criminal é invasor de la propiedad agena, lo cual le^causa- 
ria grave ofensa, y trascendería en su descrédito. 

•Pero nó, es imposible que se dé aqui ese escándalo; por- 
que la justicia que asiste á mi poderdante es de tal mane- 
ra clara, que es imposible que no la vean aun los ojos me- 
nos expertos, cuanto más los de un magistrado tan digno 
como el que nos escucha. Existiendo esta capellanía na- 
cionalizada, como no puede dudarse que existe, siendo efi- 
caz el título, y debiendo hacerse estos cobros por una via 
expeditiva, no puede negarse la ejecución solicitada. 

El señor magistrado resolverá en favor de los derechos 
indisputables de mi parte, dando con esto, prueba de que 
es justificado, y de que atiende á razones y nó á personas, 

or respetables que sean y por afamadas, como el aprecia- 

le abogado de la contraria. 

Guadalajara, Setiembre 19 de 1882. 

Lie. José Lopez-Portillo y Rojas, 
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SR. LIC. D. EMETERIO ROBLES GIL. 



Guadalajara, Setiembre 10 de 1882. — Sr. Gral. D. Án- 
gel Martines — Presente. — Estimado amigo: 

He leido con la mayor atención la sentencia que el se- 
ñor juez de 1. ** instancia de Ciudad Guzman pronunció 
el 18 de Abril iiltim^, en el juicio ejecutivo que ha segui- 
do vd. contra la Sra, ÍX * Dolores Torres de Aréchiga, 
y no he encontrado nada en ella que me haga modificar 
la opinión que, respecto del negocio á que se refiere, di ha" 
ce varios meses por escrito al abogado de vd., Sr. Lie. D. 
Atenójenes Andrade; opinión que ahora reasumo, siguien- 
do el orden de las excepciones opuestas para desvirtuar la 
ejecución, y que el señor juez consideró admisibles en su 
fallo. 

Esas excepciones fueron; 

1. * Nulidad del título, fundada: 

A. £n que siendo la capellanía cuyo capital se adju- 
dicó á vd., de las llamadas laicas, y estando las de esta cla- 
se desvinculadas desde el decreto de 20 de Setiembre de 
1820, que suprimió toda especie de vinculaciones, decla- 
rando libres los bienes vinculados, no pudo ya ser objeto 
de la* leyes de nacionalización de bienes eclesiásticos, ni 
el gobierno tuvo facultades paya hacer la adjudicación. 

B. £n que aun prescindiendo de aquella circunstancia, 

8 
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no habiendo presentado trd. la escritura de imposición, ce- 
rno lo manda la ley de 9 de Abril de 1862, no ds exigibíe 
el adeudo. 

C. En que las copias insertas en la escritura para jus- 
tificar qué se debe el capital adjudicado, son documento» 
privados que no merecen fé, mientras no sean judicialmen- 
te reconocidos, porque si bien es cierto que ellos contienen 
ana confesión hecha ante las autoridades del Imperio, co- 
mo los actos de las autoridades imperiales fueron declara- 
dos nulos, lo es también aquella confesión. 

2. * Falta de personalidad en vd., porque no habien- 
do tenido el Gobierno facultades para aplicar á vd. el ca- 
pital, mal puede vd. ser persona legítima para cobrarlo. 

3. * Prescripción. 

Repito á vd. mi juicio sobre el negocio, ctfftór&tándolo, 
como dije, á las excepciones alegadas: 

NULIDAD. 

A. —La ley de las Cortes españolas de 27 de Setiembre 
de 1 820 fué publicada y puesta en vigor en el Estado «n 
6 de Mazo de 1821; y en 27 de Agosto del mismo año, ta 
Diputación provincial de Guadalajará derogó los articuids 
relativos á capellanías y obras piadosas, según se ve en el 
decreto núm. 336 de 25 de Agosto de 1830. Así es qafe 
las capellanías laicas cuya desvinc«lacionnttse<erai8ambeü 
los cinco meses que la ley de las üórfcee estovo en vigor en 
esa parte, continuaron subsistentes, y entro etías la adju- 
dicada á vd., como lo prueban las confesiones posteriores 
del reconocimiento y el pago dé réditos hatta mtiehocf años 
después. La capellanía, por tanto, úofaé desvmcala cbú 
forme al decreto de las Cortes. 

Se publicó lá ley dé 12 dé' juüo-db 18ff9 m»iwci*Éa&- 
zó los bienes eclesiásticos y tifió hiélala duda sobre qué 
clase de capellanías eétaíbato comprendidas e»: el mrt. t. ° ; 
duda que se resolvió en la circular de 28 de Julio del mis- 
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mto afeo, 4¡0Íéado$e qmA^ ley %bwz£&a tocias tyuj capella- 
nías. La circulas de 12 (Je Agostó, tetnbien^de 1859, fué 
más explícita, pues terminantemente dispuso que "respecto 
d^ la^c^p^llaiiiafí/a¿ca^ x ^ desangre, los que se creyeran 
81& duelos podían presentarse ante el Gobierno a hacer 
xfty «*& tít^lps e¿&;" qfle los capellanes, cualquiera que 
ftá#m<Wktíty¿Q 9 debia^ presentarlo £ los tres meses, so pe- 
na*4e uo otonsidar^raa, 4eappes cpqio legítimo etc. etc. ün 
l^^ircula*' de 26 de Uctvibre del anp dicho se prorogá a los 
capellanes el plazo g¿r$, la pceseotycion, pasado el cual eran 
ya^nunciabjee lo* estajes que constituían las dotes délas 
capellanías lija \#y¿ fa5 } ^ftí^b^erfi de 1861 vino á fijar 
nu#V40 regl%s paso, la de^vincul^on, dando derechos k los 
censatarios, á falta de loa capeílApe^, y á cualquier ejstraño* 
á falta de 1^ censatarios; ,y por ultimo el decreto de 17 de 
Febrero de 1JB63 dijo espresf píen te que toda? las capejla 
nía^ue poralftri. 1.° de la ley de £ de Febrero do 1861 
no estuvieran exceptuadas de la des vinculación ó reden 
cien, 86 desvinculara^ ó redimiera^ con arreglo á dicha ley, 
sjfth^ceif diatin€¿vtí ( jQLnguíia. 

l#das las dieppsiQioties citad^^qfie forman p^te de las 
qpetge llamaron "l^yes de reforma," fueiqn declaradas sub- 
sistíais por «1 art. 29*de la orgjáaica constitucional publi- 
ca^ $i 14 de Diciembre de 1874. Las capellanías laicas 
ep QoitftóQueQcia*. han sido objeto d$ la nacionalización y 
haa estado y están sujetas k las disposiciones relativas. 

J?er£ es $1 caSQ-^segpu v$j, nae ha informado— que ba 
parado r$$¿eB¿emente el .título del último capellán, que 
ctefftuestgfe que la capellanía #o era laica sino eclesiástica; y 
app%p$,ei apoderado de k§ra. Torres pretende que la pre 
8€»tacúon do ese documento equivale \ un cambio de acción 
qM9>,pct puede legalícente permitirse, yo opino que hl pone 
término al punto discutido. Nacionalizadas á la vez las 
capey&QÍa& laicas y eclesiásticas, y siendo idénticas las con - 
diigktQgSflyftdas para la redención de unas y otras, pocoim- 
pontifique en el título de cesipn se les dé este ó aquel nom- 
bre. La acción del Erario federal es la cedida; y si la es- 
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critura tiene los requisitos legales, y en ella se precisa, sin 
lugar á duda,* cual es el capital de que se trata, en nada 
modifica la fuerza del instrumento que á ese eapital se le 
haya dado este ó aquel origen, con tal de que haya estado 
— como lo está — -comprendido en la nacionalización. Cuan 
do se ha tratado de hacer efectivo el pago, se ha dieho que 
la capellanía era laica, y que como tal no estaba compren- ■ 
dida en la ley; pero esto ha sido simplemente una excep- 
ción, y la presentación del título lo que la desvirtúa, por 
cuyo motivo creo que la presentación de dicho título no ha 
sido mas que iá prueba contra la excepción, que, por ofcm 
parta, tampoco lo es, aun sin mediar esta eircustancia. 

B. —En las operaciones dé nacionalización y adjudica- 
ciones de bienes nacionalizados hay dos categorías entera- 
mente distintas y de diversas competencias; una esencial- 
mente administrativa, que puede declinar en judicial fe- 
deral, y otra enteramente judicial, del resorte de los tribu- 
nales de los Estados 

Cuando se denuncia un capital, no por este simple he* 
cho se adjudica: según el art. 1. ° de la ley de 9 de A-feril- 
de 1862, debe presentarse en la Jefatura de hacienda, ú o- 
ficina en que el denuncio se hace, testimonio formal de la 
escritura de imposición, del cual se dará luego conocimien- 
to ó vista á la persona de quien se exija el pago, para que 
si ésta se halla conforme se proceda á la adjudicación, ó si 
no lo está, se consigne el negocio al juez de distrito res-* 
pectivo para que allí se ventile si el capital es ó né nacio- 
nalizado, siendo entonces admisible la excepción de pres- 
cripción, bajo el concepto de que — & diferencia de lo que 
dispone el derecho común — la acción ejecutiva subsiste en 4 
todo tiempo, según* la circular en que se modificó el art. 
2.° del decreto de 9 de Abril, que habia concedido para' 
esta acción el término de treinta años. En ese juicio, pre- • 
vio k la adjudicación, y de la competencia exclusiva de los 
tribunales federales, es en donde el deudor puede alegar 
iDuantp quiera para que el pretendido adeudo no se decla- 
re nacionalizado; allí es en donde debe hacer valer las ex- 
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cepciones de toda talase, hasta que por sentencia se resuel- 
va si el capital es ó n& denunciadle. 

Cree^oportumo decir aqui que la prevención del art 
1.° de la ley de 9 de Abril de 1862, sobre que para pro- 
cederse k la esacckm de un capital se exija al denunciante 
la presentación, en la Jefatura de hacienda del testimonio 
fcjtnal de la escritura de imposición, no excluye los otros 
medios de prueba del adeudo, como la confesión del deu- 
dor, por ejemplo; asi se desprende de la circular de 18 de 
Marzo de 1863, y así se ha practicado constantemente en 
las oficinas federales, sin que sea requisito esencial la pre- 
sentación de la escritura de imposición, (mando de otro mo- 
do se demuestra la existencia del capital piadoso. 

Volviendo a lo que antes déeia: declarado nacionalizado 
un capitel, sea administrativamente cuando el deudor no 
se opone, i> sóa en juicio seguido ante los tribunales fede- 
rales, con el promotor fiscal ó con el denunciante, cuando 
habón esa oposición, el capital se adjudica, otorgándose la 
escritura respectiva; quedan con esto consumadas las ope- 
raciones de redención y se mandan ''cancelar, tildar, 4 bor- 
rar" cuantoa instrumentos públicos existan en favor del 
clero, relativos al capital adjudicado, para que solo subsis- 
ta la escritura otorgada por, la oficina, según lo dispone la 
circular de 2 de Agosto de 18S2. Hacer efectiva esa es- 
critura, es ya del resorte de los tribunales de los Estados, 
quienes son incompetentes para calificar cualquiera de los . 
actos previos k la adjudicación; y esa esoritura "lleva apa- 
rejada ejecución y surte los mismos efectos que los prime- 
ros testimonios extendidos á favor de las corporaciones" 
(Circular citada de 18 de Marzo de 1863.) La excepción, 
pues, de no haberse presentado ia escritura de imposición, 
es improcedente; ese hecho no es del resorte de los tribu • 
nales del Estado; es un hecho juzgado ya administrativa- 
mente y contra el cual nada se puede hoy alegar. 

G. Se apoya también la nulidad del título en que las 
copias insertas en la escritura para justificar la deuda, son 
documentos privados que ño merecen fia, porque aunque 



ellas contienen la confesión de que el capital ser debia, co- 
mo esa confesión se hizo ante las autoridadee imperiales, 
y los actos del imperio fueron declarados muelos, lo ee tam- 
bién aquella confesión. 

Repito lo que acabo de decir: esa ©lejecam debia haber* 
la hedió el deudor cuando por la Jefatura de hacíesdase 
le requirió para que justificara haber redimida el capitel; 
si la Jefatura no tomaba en cuenta la observación, el deu- 
dor debia haber pedido la conaignacism del negocio mü juea 
de Distrito; mas no habiendo oboado así, y habiendo degado 
consumar las operaciones respectivas, no es ahora tiempo de 
alegar ante los tribunales del Estado excepciones! de que 
ellos no pueden conccer por falta de jnrisdkcknfl. Por o- 
tra parte, hay mucha diferencia entre que seah n*loe loe 
actos del imperio que impliquen, una Jeeolncion adminis- 
trativa ó judicial, y lo aean loe acto» de lo» particulares. 
ante las autoridades del imperio. Los primóos son nuke 
en tanto que la resolución dada no produce ningún afecto; 
los segundos no pueden serlo porque constituyen mi he* 
cho que no puede dojardte f existir; y portee la fracción 
1. * del árt. 2.° del decreto de 12 do Agosto de 1861?, 
dando como ciertas y auténticas las cou«kaücia& que hubiai- 
ra en la administración de bienes nacionalizado» del tiem- 
po del imperio, mandó que la oficina del' mismo nomb»e, 
creada por esa ley, se aprovechara de aquellas cowitaaciaa 
en favor del erario, > t 

FALTA DE PERSONALIDAD. 

Como esta se apoya en que el Gobierno no tuvo facul- 
tades para enagenár á vd. el capital que reclama, y ya he* 
mos visto que si la tuvo, la excepción queda destruida. 

PRESCRIPCIÓN. 

Sentado lo que dij* en el párrafo B, al tratas de la e*- 



cepcíon de nulidad, la de prescripción queda también des- 
triuda, mientras no se funde en el trascurso del tiempo* 
comenzado á contar desde que se otorgó la escritura en fa- 
vor de vd., porque, no me cansaré de repetirlo, los tribu- 
nales del Estado sólo deben calificar hoy si esta escritura 
está hecha en la forma debida, pero sin meterse nunca k 
examinar la calificación de ser nacionalizado el capital que 
se reclama, porque esto ha sido de otra competencia; y k lo 
sumo el juez del Estado solo podrá dejar á salvo los dere- 
chos del deudor para que, si proceden, los deduzca contra 
el Erario federal por aquella calificación. 

Antes de concluir, quiero llamar la atención de vd. para 
que á su vez lo haga en el Tribunal, sobre el error en que 
incurre el juez de 1. * instancia, al suponer que tal ó cual 
circular no han podido derogar ó modificar tal ó cual de- 
creto. En lo relativo á nacionalización y desarmortizacion 
de bienes eclesiásticos, tanto decretos como circulares han 
sido dadas por el Ejecutivo en virtud de facultades extraor- 
dinarias: unas y otras han formado la parte principal de las 
leyes de Reforma, y unos y otras han sido declaradas en 
vigor por la ley de 14 de Diciembre de 1874, constituyendo 
ese cuerpo de disposiciones una legislación especial, que no 
deja lugar h la aplicación del derecho común en los casos 
que comprende. 

Dejo con lo expuesto satisfechos los deseos de vd. de 
saber de nuevo mi opinión, con vista de la sentencia del se- 
ñor juez de C. Guarnan, en el negocio que vd. sigue contra 
la Sra» Torres de Aréchiga, y me repito su amigo y S. S. 




OPINIÓN 



DE LOS SRES. UCS. 



D. lama tonta y D. monrsMo Heiriiíei. 



La sentencia pronunciada en 18 de abril de 1862, por 
el jaez 1. ° de Instrucción de C. Guzman, en el juicitf pro- 
movido por el Gral. Ángel Martínez contra la 8ra. Dolo- 
res Torres de Arécbiga, poseedora de la hacienda de Be 
len, sobre pago de la suma de diez y ocho mil pesofeí cor 
respondientes á dotaciones de dos capellanías laicas, con- 
tiene ciertas apreciaciones jurídicas, de tal manera contra- 
rias á la legislación especial de Reforma, y h. las ejecutorias 
de los tribunales de esta capital, que para demostrarlo* bara 
tara la presentación de algunos de sus considerandos, y de 
las disposiciones relativas, que en ellos se violan. 

Sobre el punto de la prescripción, dice el primer conside 
rando de la sentencia: 

"Qué esti justificada la excepción de prescripción que 
opuso la parte demandada de la acción ejecutiva; porque 
según la ley 63 de Toro, que es la 5. * tít 8. ° libro 1 1 
de la .Nov. Recop;, el derecho de ejecutar prescribe en diez 
años, y en el presente caso, aun suponiendo que la acción 
ejecutiva que se hace dimanar de la confesión de Sandoval 
ante las autoridades del Imperio, sólo pudo haberse ejercí 
tado desde la conclusión del plazo que concedió la ley de 
10 de Diciembre de 1869 á los deudores de capitales na- 
cionalizado» para redimir éstos; como este plazo, cuaiquie- 
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ra que sea la fecha que se dé á la publicación de €al leyV 
debe haber espirado al concluir el mes de Febrero de se- 
tenta, resulta que desde esta fecha hasta fines de Enero del 
año próximo pasado, en que fué requerida la Sra. Torres 
por la Jefatura de Hacienda de Jalisco para que justifica- 
ra la redención del capital objeto de este litigio, trascurrie- 
ron diez años once meses, y en ctmsecueticia, queda eviden- 
ciada la existencia de la prescripción que alegó/' 

Uno de los principios mks triviales de jurisprudencia, es 
e\ de que, sólo & fybba de disposiciones ospectíiles, tpqé&e re<- 
currirse á las generales* y las leyes y disposiciones relati- 
vas k la desamortización y nacionalización de los bienes del 
clero, determinan de una manera expresa, que el derecho 
de ejecutar no se prescribe En efecto,, la ley de 9 de Abril 
de 1862; expedida por el Ejec&trvo envestidotde facultades 
extraordinarias* dice en su- art. 2* ° 

"En estos casos serán- admisibles las excepciones legales 
que tienen lugar en la vía ejecutiva, y siempre que por la 
data de la escritura se conozca que ha trascurrido el tiem- 
po necesario para la prescripción de las acciones real b mix- 
ta conforme al derecho común, no podyá procederse ejecu- 
tivamente, y solo tendrá lugar la vía ordinaria, ya sea que 
la acción se ejerza por la autoridad pública, ó por algún de- 
nunciante á quien haya tra^pado s**s derechps," 

Según esta disposición, el derecho de qj^cutar se pres- 
cribe á los treinta años, y no á los diez, supuesto que sólo 
en* el caso que hubiese corrido el tiempo necesario para- la 
prescripción de las acciones real 5 paixta, según el derepjbo 
común, debe precederse en vía ordinaria 

Esta disposición fué modificad^ por la circular de 12 cte 
Noviembre de 1862, época en que el Ejecutivo usa^ar igual- 
mente de facultades extraordinarias, y padia por lo mismo, 
reformar y aun derogar los preceptos legales, La circu^ 
lar de querse trata, concluye de esta man^a,: ''el Ci^d^a- 
no Presidente Constitucional se ha servido r^ol ver por,pqti- , 
to general, que ésta prescripción <x>nforme r al derechpnco- 
mun, debe limitarse á los réditos no comprendidos en los 
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últimos nueve años y dos tercios; pues estos, así eonio los 
capitales de que proceden, serán reclamados por la vía eje 
cativa m todo tiempo, 91 y si en todo tiempo los capitales 
nacionalizados deben reclamarse en la via ejecutiva, es evi- 
dente que ei dorecho de ejecutar no se prescribe. 

Dice el 10. ° considerando de la sentencia: 

"Que no estuvo en las facultades del Ejecutivo de la 
Union ceder al Gral. Martínez el crédito en cuestión, era 
virtud de que se hace proceder de un capital correspondien- 
te & dotaciones de capellanías laicas, las cuales fueron su- 
primidas, lo mismo que las demás vinculaciones, por la ley 
general de 7 de agosto de 1823; quedando en tal virtud 
enteramente libres los respectivos bienes vinculados. "En 
la República de México, por decreto de 7 de Agosto de 
1823, todos los bienes que habian sido legalmente vincu- 
lados hasta el 27 de Setiembre de 1820 fueron declarados 
absolutamente libres desde esta última fecha." 

La Legislación de Reforma, sin embargo, ha comprendi- 
do en sus preceptos, toda clase de capellanías, y la práctica 
constante en las Oficinas de Haeienda, se ha ajustado á ella 
de tal manera, que puede asegurarse como un hecho- real 
y positivo, la desvinculacion general de esta clase de impo- 
siciones. 

En cuanto á la parte legal, se hace notable desde luego 
la resolución* de 28 de Julio de 1859, que declaró compren- 
didas en el art. 1. ° de la ley de nacionalización de 12 de 
Julio de 1859, todas las capellanías, sin excepción de nin - 
gun género. Los art. 56 á 63 de la ley de 5 de Febrero de 
61, no esceptáan más que las capellanías servitorias, y por 
ultimo, la circular de 12 de Agosto del citado año dé 59, al 
fijarlas reglas para la desvinculaeion dice, entre otras cosas: 

"Respecto de las capellanías laicas ó de sangre, se de* 
clara que los que sean sus dueños, pueden presentarse an- 
te el Gobierno á hacer valer sus títulos, y la desvincula- 
cion se verificará en estas capellanías con arreglo al decre- 
to de las cortes españolas, dado en 27 de Setiembre de 
1820, que se declara vigente en todo." 
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Esta última disposición prueba hasta la evidencia, que laa 
capellanías á que se refiere el juez de Ciudad Guzman, de- 
bieron haber sido desvinculadas en los tóminos prevenidos 
por las leyes de Reforma, y especialmente dentro de los pla- 
zos designados por la ley de 5 de Febrero de 61 y sugetas 
á la determinación que comprende su art 63. 

A mayor abundamiento, pueden verse las disposiciones 
de 7 de Febrero de 1861, que trata precisamente de las ca- 
pellanías laicas, la de 7 de Abril del mismo año, el decre- 
to del mismo mes y el de 26 de Agosto de 1862. — 

El considerando décimo tercero de la mencionada sen- 
tencia, contiene la especie de que las manifestaciones he- 
chas ante las autoridades del llamado imperio son nulas, 
y las confesiones que en ellas se contienen no deben produ- 
cir efecto alguno, según lo dispuesto por los decretos de 13 
de Diciembre de 18^2, de 15 de Octubre de 1863 y 11 de 
Mayo de 1865. - 

La primera de estas disposiciones nulifica en general los 
actos del imperio, la segunda se limita á las actuaciones ju- 
diciales, y la tercera se concreta h. los actos administrati- 
vos que se derivasen del llamado decreto de 26 de Fe- 
brero de 65 y su reglamento de 9 del siguiente Marzo; pe- 
ro ninguna disposición ha declarado nulos los actos de los 
particulares verificados en aquella época, ha invalidado las 
confesiones escritas, y mucho menos inutilizado los docu 
mentos justificantes de dichas confesiones. Por este mo- 
tivo pudo la ley de 12 de Agosto de 1867 en su art. 2.° , 
autorizar á la Administración de Bienes Nacionalizados 
para aprovechar todos los expedientes de la oficina del 
mismo ramo del imperio, en favor del Erario. 

La Secretaría de Hacienda ha adoptado como regjia ge- 
neral, respecto de las manifestaciones, lo propuesto en el si- 
guiente informe, emitido en el expediente marcado con el 
número 5575. 

"El reconocimiento de una hrma, para darle fuerza eje- 
cativa á la confesión que se hace por escrito, es absoluta- 
mente indispensable en la vía judicial, y está prevenido a- 
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•si por todas las legislaciones; pero tal reconocimiento sólo 
tiene lugar tratándose de documentos privados, como li- 
branzas, pagarés, etc., y no así en los documento# autén- 
ticos, á los que la ley les da entera fé y crédito, indepen- 
dientemente de toda ratificación por parte del obligado, 
fin esta clase se halla la manifestación hecha por el C. 
Fernando Tamaris ante el titulado imperio, con fecha 24 
<ie Abril de 1865, confesando que la hacienda de San Se- 
bastian Rocha reconoce un capital de dos mil pesos en fa- 
vor del Obispado de Puebla. Tanto en el orden adminis- 
trativo como judicial, los ocursos, notificaciones y cuales- 
quiera diligencias suscritas por un ciudadano, hacen prue- 
ba plena y se les dá entero crédito sin necesidad de reco- 
nocimiento; y la razón es muy obvia: si toda gestión por 
escrito, para constituir prueba plena, debiera ser ratificada 
por el que la suscribe, no tendría fuerza alguna la firma 
que la autoriza, y seria forzoso, para evitar tan frecuentes 
ratificaciones, que en todas las oficinas dependientes del 
Gobierno, hubiese un notario, que estuviera certificando la 
certeza de los ocursos y demás diligencias por parte del 
que las suscribiera. Esto seria desvirtuar completamen- 
te la fuerza de instrumento auténtico que tienen las mani- 
festaciones hechas ante el llamado Imperio, y contravenir 
abiertamente la regla muy autorizada en Jurisprudencia, 
de que, el que usa de un instrumento auténtico para fun- 
dar su derecho, no está obligado á justificar la verdad del 
instrumento, sino que, la persona que arguye éste de fal- 
so, es la que reporta la obligación de justificar su aserto. 
No sucede así tratándose de instrumentos privados, pues 
en éstos, la persona que los presenta es la obligada á pro- 
bar que son verdaderos, cuando el obligado en ellos ase- 
vera que son falsos. Se ve, pues, la gran difereucia que 
hay entre instrumento auténtico y privado; en el primero 
consta ya la verdad de un hecho, mientras que en el se - 
gundo sólo se refiere un hecho que está obligado k probar 
la persona que hace uso de él, en caso de que se niegue. 
"Atentas estas doctrinas de sano derecho, y teniendo la 
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manifestado!* hecha por el C. Fernando Tamaris, el carác- 
ter de i^truuiento auténtico, no cree el que suscribe (s. m. 
[>,), que sea necesario el reconocimiento de la firma para 
proceder ejecutivamente en la vía administrativa al cobro 
del capital de des mil pesos, que ha confesado reconocerla 
expresada hacienda del Obispado de Puebla. Si al ser 
requerido de pago negase la verdad de tal manifestación, 
á él (al C. Fernando Tamaris) le incumbe la obligación de 
probar que aquella es falsa; y mientras no lo haga, el pro- 
cedimiento sigue adelante. Aceptar como necesario para 
proceder al cobro de capitales, que se hallen en igual con- 
dición del de que aqui se trata, el reconocimiento previo 
de la firma que cubren las manifestaciones que los deudo- 
aís lian hecho ante el llamado Imperio, confesando la exis- 
tencia de aquellos y determinando las lincas que los reco- 
nocüii, seria convertir en instrumentos privados los que 
tienen el carácter de auténticos, subrogándose así el fisca 
la obligación de probar la verdad de tales manifestaciones, 
cuando á los que las suscriben es á quienes corresponde jus- 
tificar la falsedad de las mismas, en caso de excepcionarse 
con esto, para hacer el pago. Y no solo podría crearse 
semejante aberración, sino que en los más casos de reco- 
nocimientos de fincas ante la autoridad judicial, evitarían 
presentarse los que debieran hacer el reconocimiento, y 
entonces la acción de la Hacienda pública para reclamar 
el cobro de los capitales, sólo podría entablarse en la vía 
ordinaria; de manera que, al grave perjuicio que resulta- 
ña al fisco, de tener que ocurrir á los Tribunales para píe- 
parar su acción, se seguiría el nó menos grave, de que és- 
ta se cambiaría en ordinaria por la falta de comparescen- 
cia de los citados al reconocimiento. 

»»Muchos otros inconvenientes, aunque de menor impor- 
tancia, podrían presentarse, si se aceptase como requisito ne- 
cesario para proceder al cobro de capitales, que se hallen 
en el caso del que es materia de este expediente, el reco- 
nocimiento previo de la firma que cubra la manifestación 
en que se ha confesado su existencia; por lo que, el suscri- 
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$o opina (s. m. p.) que ^o es necesario tal reconocimiento, 
y que los jefes de la Hacienda deben proceder ejecutiva 
mente al cobro de esos capitales, fundando su procedimien- 
to en la manifestación original que se les remita, la cuaí 
serviriü de principio al'expediente que se forme con tal mo- 
tivo." 

Eíl decimoquinto considerando dice: »»Que la ley de 12 
Je Julio de 1859, que tuvo por objeto hacer ingresar á ías 
arcas nacionales los bienes administrados por el clero, no 
comprendió en sus disposiciones los capitales de capella- 
nías de sangre que pudieran existir, ni pueden hacerse ex- 
tensivas h, estas, porque no eran administradas por el ote- 
ro, supuesto que las capellanías laicas se instituían sin in- 
tervención de la autoridad eclesiástica, y no servían de ti- 
tulo para la recepción de órdenes sagradas, de manera que 
venian á ser propiamente vinculaciones ó mayorazgos, con 
el gravamen de celebrar ó mandar celebrar por sus posee 
dores en las Iglesias, ca^iH&s & altaras designados por los 
fundadores, cierto número de misas." 

Esta opinión del mencionado Juez de Ciudad Guzman, 
supone una ignorancia absoluta de la resolución de 28 de 
Junio de 1859, (página 82 de la 2. rt parte d<el tomo 2.° 
del código de Gutiérrez,) en la que el Presidente de la Re- 
pública que expidió la ley de 12 de Julio de 59, expresa 
que en el art. 1.° de esta ley se comprende toda clase 
de capellanías, y parece que contra esta aclaración ó in- 
terpretación auténtica, nada vale la opinión del precitado 
Juez manifestada en el décimo quinto de sus consideran 
dos. 

En-el considerando décimo sexto, se dice que sólo los cen- 
satarios podian subrogarse en los derebhos de los capella- 
nes; pero que esta facultad no se extendía á ninguna otra* 
persona. Tal aseveración es absolutamente falsa, y para 
convencerse de ello, basta fijarse en el art. 63 de la expre 
sada ley, que dice textualmente: 

"A los tres meses de publicada esta ley, se remitirá al 
Ministerio de Hacienda, por todas las oficinas de redencio- 
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aes, una lista pormenorizada de* los eapella&es, sean & 
no de sangre, y de los censatarios que hayan procedido á 
la desvinculacion. Todas las capellanías no comprendidas 
en esa lista, serán denunciables para el efecto de que se 
sustituya el denunciante en lugar del capellán ó censatario. 
Se han fijado los errores más notables que contiene la 
sentencia, despreciando muchas inexactitudes y falsas apre- 
ciaciones que, aunque de suma trascendencia para los inte- 
reses de los particulares y del Erario Federal, serian supe- 
rabundantes para nuestro objeto, que no ha sido otro, que 
el de llamar la atención respecto de la manera con que se 
fallan por la Autoridad Judicial de Ciudad Guzman, Ios- 
asuntos procedentes de la Desamortización y Nacionaliza 
eion de los bienes del clero. 

México, Julio de 1882, 

file. Manuel Ntiavedrm. 



